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Introducción
El día 1º de junio de 2001, entró en vigor el nuevo reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Éste, el cuarto instrumento procesal de la Corte, introduce la institución de la legitimación activa de las víctimas quienes pueden ahora actuar sin la mediación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de manera que se perfila de una manera más clara las diferentes posiciones de las partes en la fase jurisdiccional internacional del Sistema Interamericano de protección de los derechos humanos.

LA EXPULSIÓN DE UN MIEMBRO :la carta dispone en su articulo 6 que un miembro puede ser expulsado , por la asamblea  a recomendación del consejo cuando haya violado  repetidamente  los principios contenidos en la misma. .

Es de notar que se hace énfasis  en el hecho de una violación repetida de los principios , lo cual parece flexible tratándose de hechos  que por si mismos pueden significar actos de guerra , violación de soberania , genocidio , etc.-

Con la nueva versión del Reglamento, las víctimas pueden separarse del criterio de la Comisión, y pueden actuar por su cuenta ante la Corte, causándose una comunicación directa entre el titular de los derechos protegidos por la Convención Americana de Derechos Humanos, y el órgano jurisdiccional competente para juzgar las violaciones a esos derechos cometidas por los Estados miembros del tratado.

· No es muy común  que se presenten las expulsiones  a un en casos de conflictos.-

· Basta recordar  que irak  no fue suspendido , ni expulsado de la organización  a pesar de todas las sanciones  y acciones acordadas por el consejo de seguridad lo cual permitio hasta ultimo momento  mantener a los representantes de ese pais  como interlocutores  ante el gobierno irakui . contrario sensu  por la resolución  47-1 de 1992 la republica federal de yugoeslavia,( serbia y montenegro) fue retirada de la asamblea general e implícitamente de la organización.-

El propósito de esta breve investigación, es reseñar el procedimiento en general y, de paso, analizar esas importantes reformas dictadas por la Corte.

Es claro que, de ahora en adelante, la participación de la víctima en el proceso jurisdiccional internacional desarrollado ante a corte, es una institución que será desarrollada con mayor amplitud por la jurisprudencia, en aplicación del principio pro homine que guía la doctrina de los derechos humanos. 

Miembros.- podran ser miembros de las naciones unidas todos los paises amantes de la paz que acepten las OBLIGACIONES consignadas en la carta y que  a juicio de la organización  esten capacitados para cumplir dichas OBLIGACIONES y se hallen dispuestos a hacerlo.

la asamblea general admite a los nuevos estados miembros por recomendación del consejo de SEGURIDAD. la carta autoriza expulsar a todo estado miembro que viole los principos contenidos en la misma pero tal medida no se a adoptado nunca.-

· El reconocimiento de un nuevo Estado 

· ¿Pueden las Naciones Unidas reconocer a un nuevo Estado o Gobierno?

· Cómo se convierte un país en Miembro de las Naciones Unidas.

NOTA.-LAS CREDENCIALES DEBEN SER COMUNICADAS , AL MENOS UNA SEMANA ANTES DE INICIAR EL PERIODO DE SESIONES CORRESPONDIENTE ,AFIN DE QUE SEAN EXAMINADAS POR EL comité DE CREDENCIALES ,EL CUAL ESTA COMPUESTO POR NUEVE MIEMBROS .
Estado o de un nuevo Gobierno es un acto que sólo los Estados y los Gobiernos pueden otorgar o no. Como las Naciones Unidas no son ni un Gobierno ni un Estado no poseen autoridad alguna para reconocer a un Estado o a un Gobierno.

Las Naciones Unidas pueden admitir a un nuevo Estado como Miembro o aceptar las credenciales de los representantes de un nuevo Gobierno. El párrafo 1 del Artículo 4 de la Carta de las Naciones Unidas establece que "podrán ser Miembros de las Naciones Unidas todos los demás Estados amantes de la paz que acepten las obligaciones consignadas en esta Carta y que, a juicio de la Organización, estén capacitados para cumplir dichas obligaciones y se hallen dispuestos a hacerlo". El procedimiento es el siguiente:

· El Estado de que se trate presenta una solicitud al Secretario General y hace una declaración oficial en el sentido de que acepta las obligaciones que le incumben en virtud de la Carta de las Naciones Unidas.

· En primer lugar, el Consejo de Seguridad examina la solicitud. Toda recomendación de admisión debe recibir los votos afirmativos de 9 de los 15 miembros del Consejo, teniendo en cuenta que ninguno de los cinco miembros permanentes -China, los Estados Unidos de América, la Federación de Rusia, Francia y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte- debe haber votado en contra de la admisión.

· Si el Consejo recomienda la admisión, esa recomendación se presenta a la Asamblea General para su examen. Para la admisión de un nuevo Estado es necesario obtener una mayoría de las dos terceras partes de los votos, y la condición de Miembro se obtiene de modo efectivo en la fecha de aprobación de la resolución por la que se admite al nuevo Estado. 

En cada período de sesiones, la Asamblea General examina las credenciales de todos los representantes de los Estados Miembros que participan en el período de sesiones. Durante dicho examen se puede plantear la cuestión de si un representante particular ha sido acreditado por el Gobierno que realmente detenta el poder. En los casos controvertidos, la cuestión la decide la Asamblea mediante un voto mayoritario. Conviene tener en cuenta que el cambio ordinario de Gobierno, mediante una elección democrática, no plantea cuestión alguna en lo que respecta a las credenciales de los representantes de ese Estado.

La Asamblea General
Composición
Artículo 9
1. La Asamblea General estará integrada por todos los Miembros de las Naciones Unidas.
2. Ningún Miembro podrá tener más de cinco representantes en la Asamblea General. 
Funciones y poderes
Artículo 10
La Asamblea General podrá discutir cualesquier asuntos o cuestiones dentro de los límites de esta Carta o que se refieran a los poderes y funciones de cualquiera de los órganos creados por esta Carta, y salvo lo dispuesto en el Artículo 12 podrá hacer recomendaciones sobre tales asuntos o cuestiones a los Miembros de las Naciones Unidas o al Consejo de Seguridad o a éste y a aquellos.
Artículo 11
La Asamblea General podrá considerar los principios generales de la cooperación en el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, incluso los principios que rigen el desarme y la regulación de los armamentos, y podrá también hacer recomendaciones respecto de tales principios a los Miembros o al Consejo de Seguridad o a éste y a aquellos.
La Asamblea General podrá discutir toda cuestión relativa al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales que presente a su consideración cualquier Miembro de las Naciones Unidas o el Consejo de Seguridad, o que un Estado que no es Miembro de las Naciones Unidas presente de conformidad con el Artículo 35, párrafo 2, y salvo lo dispuesto en el Artículo 12, podrá hacer recomendaciones acerca de tales cuestiones al Estado o Estados interesados o al Consejo de Seguridad o a éste y a aquellos. Toda cuestión de esta naturaleza con respecto a la cual se requiera acción será referida al Consejo de Seguridad por la Asamblea General antes o después de discutirla.
1. La Asamblea General podrá llamar la atención del Consejo de Seguridad hacia situaciones susceptibles de poner en peligro la paz y la seguridad internacionales.
2. Los poderes de la Asamblea General enumerados en este Artículo no limitarán el alcance general del Artículo 10.
Artículo 12
1. Mientras el Consejo de Seguridad esté desempeñando las funciones que le asigna esta Carta con respecto a una controversia o situación, la Asamblea General no hará recomendación alguna sobre tal controversia o situación, a no ser que lo solicite el Consejo de Seguridad.
2. El Secretario General, con el consentimiento del Consejo de Seguridad, informará a la Asamblea General, en cada periodo de sesiones, sobre todo asunto relativo al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales que estuviere tratando el Consejo de Seguridad, e informará asimismo a la Asamblea General, o a los Miembros de las Naciones Unidas si la Asamblea no estuviere reunida, tan pronto como el Consejo de Seguridad cese de tratar dichos asuntos.
Artículo 13
1. La Asamblea General promoverá estudios y hará recomendaciones para los fines siguientes:
a) fomentar la cooperación internacional en el campo político e impulsar el desarrollo progresivo del derecho internacional y su codificación;
b) fomentar la cooperación internacional en materias de carácter económico, social, cultural, educativo y sanitario y ayudar a hacer efectivos los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión.
2. Los demás poderes, responsabilidades y funciones de la Asamblea General con relación a los asuntos que se mencionan en el inciso b del párrafo 1 precedente quedan enumerados en los Capítulos IX y X.
Artículo 14
Salvo lo dispuesto en el Artículo 12, la Asamblea General podrá recomendar medidas para el arreglo pacífico de cualesquiera situaciones, sea cual fuere su origen, que a juicio de la Asamblea puedan perjudicar el bienestar general o las relaciones amistosas entre naciones, incluso las situaciones resultantes de una violación de las disposiciones de esta Carta que enuncian los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas.
Artículo 15
1. La Asamblea General recibirá y considerará informes anuales y especiales del Consejo de Seguridad. Estos informes comprenderán una relación de las medidas que el Consejo de Seguridad haya decidido aplicar o haya aplicado para mantener la paz y la seguridad internacionales.
2. La Asamblea General recibirá y considerará informes de los demás órganos de las Naciones Unidas.
Artículo 16
La Asamblea General desempeñará, con respecto al régimen internacional de administración fiduciaria, las funciones que se le atribuyen conforme a los Capítulos XII y XIII, incluso la aprobación de los acuerdos de administración fiduciaria de zonas no designadas como estratégicas.
Artículo 17
1. La Asamblea General examinará y aprobará el presupuesto de la Organización.
2. Los miembros sufragarán los gastos de la Organización en la proporción que determine la Asamblea General.
3. La Asamblea General considerará y aprobará los arreglos financieros y presupuestarios que se celebren con los organismos especializados de que trata el Artículo 57 y examinará los presupuestos administrativos de tales organismos especializados con el fin de hacer recomendaciones a los organismos correspondientes.
Votación
Artículo 18
1. Cada Miembro de la Asamblea General tendrá un voto.
2. Las decisiones de la Asamblea General en cuestiones importantes se tomarán por el voto de una mayoría de dos tercios de los miembros presentes y votantes. Estas cuestiones comprenderán: las recomendaciones relativas al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, la elección de los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad, la elección de los miembros del Consejo Económico y Social, la elección de los miembros del Consejo de Administración Fiduciaria de conformidad con el inciso c, párrafo 1, del Artículo 86, la admisión de nuevos Miembros a las Naciones Unidas, la suspensión de los derechos y privilegios de los Miembros, la expulsión de Miembros, las cuestiones relativas al funcionamiento del régimen de administración fiduciaria y las cuestiones presupuestarias.
3. Las decisiones sobre otras cuestiones, incluso la determinación de categorías adicionales de cuestiones que deban resolverse por mayoría de dos tercios, se tomarán por la mayoría de los miembros presentes y votantes.
Artículo 19
El Miembro de las Naciones Unidas que esté en mora en el pago de sus cuotas financieras para los gastos de la Organización, no tendrá voto en la Asamblea General cuando la suma adeudada sea igual o superior al total de las cuotas adeudadas por los dos años anteriores completos. La Asamblea General podrá, sin embargo, permitir que dicho Miembro vote si llegare a la conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la voluntad de dicho Miembro.
Procedimiento
Artículo 20
Las Asamblea General se reunirá anualmente en sesiones ordinarias y, cada vez que las circunstancias lo exijan, en sesiones extraordinarias. El Secretario General convocará a sesiones extraordinarias a solicitud del Consejo de Seguridad o de la mayoría de los Miembros de las Naciones Unidas.
Artículo 21
La Asamblea General dictará su propio reglamento y elegirá su Presidente para cada periodo de sesiones.
Artículo 22
La Asamblea General podrá establecer los organismos subsidiarios que estime necesarios para el desempeño de sus funciones.
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COMPETENCIA DE LA ASAMBLEA GENERAL PARA ADMITIR A UN ESTADO COMO MIEMBRO DE LAS NACIONES UNIDAS – Opinión consultiva de 3 de marzo de 1950.

La cuestión relativa a la competencia de la Asam​blea General de las Naciones Unidas para admitir a un Estado como Miembro de las Naciones Unidas fue re​mitida a la Corte, para solicitar una opinión consultiva, por la Asamblea en su resolución de fecha 22 de no​viembre de 1949.

Estados miembro de Naciones Unidas

· Este artículo enumera Estados miembro del Naciones Unidas (La O.N.U). Hay actualmente miembro de la 192 O.N.U estados, y cada uno de ellos es un miembro del Asamblea General de Naciones Unidas.

Según Carta de Naciones Unidas, Capítulo 2, artículo 4:[1]
1. La calidad de miembro en los Naciones Unidas está abierta a el resto de los estados paz-cariñosos que acepten las obligaciones contenidas en la actual carta y, en el juicio de la organización, son capaz y que quiere de realizar estas obligaciones. 

2. La admisión de cualquier estado a la calidad de miembro en los Naciones Unidas será efectuada por una decisión de la Asamblea General sobre la recomendación del Consejo de seguridad. 

En principio, solamente soberano los estados pueden sentir bien a miembros de la O.N.U, y hoy todos los miembros de la O.N.U son estados completamente soberanos. Sin embargo, cuatro de los miembros originales (Belarus, La India, Filipinas, y Ucrania) no eran independiente a la hora de su admisión. Por otra parte, porque un estado se puede admitir solamente por la aprobación del consejo de seguridad y de la Asamblea General, algunas entidades que pueden ser consideradas estados soberanos según Convención de Montevideo no son los miembros debido al hecho de que la O.N.U no los considera ser estados soberanos, la carencia del reconocimiento internacional u oposición de ciertos miembros.

Organizaciones internacionales, organizaciones no gubernamentales, y las entidades que statehood o soberanía no se define exacto, pueden convertirse solamente Observadores de la Asamblea General de Naciones Unidas, permitiendo que ellos hablen, pero no el voto, en general reuniones de la asamblea.
La pregunta estaba redactada como sigue

“La admisión de un Estado como Miembro de las Naciones Unidas, con arreglo al párrafo 2 del Ar​tículo 4 de la Carta, ¿puede efectuarse mediante una decisión de la Asamblea General, cuando el Consejo de Seguridad no ha hecho recomendación alguna para la admisión, bien porque el candidato no ha ob​tenido la mayoría necesaria o porque un miembro permanente ha emitido un voto negativo respecto a un proyecto de resolución encaminado a hacer tal re​comendación?”

La Corte respondió negativamente a la pregunta por 12 votos contra 2. Cada uno de los dos magistrados disidentes —el Sr. Alvarez y el Sr. Azevedo— agregó a la opinión de la Corte una exposición de su opinión disidente.

· asambleageneral.:DE ELLA NACEN TODOS LOS MIEMBROS DE LAS NACIONES UNIDAS ,ES DECIR ,EN LA ACTUALIDAD  ES DECIR ABRIL DE 1997 , 185 ESTADOS  ESTABLECIÉNDOSE UN LIMITE DE 5 REPRESENTANTES Y CINCO SUPLENTES  POR MIEMBROS DENTRO DE UNA ASAMBLEA  ART.9 DE LA CARTA Y 25 DEL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA GENERAL.DE ESTA FORMA SE LIMITA LA ACREDITACION  DE LOS REPRESENTANTES MAS NO  LOS MIEMBROS DE LAS DELEGACIONES ,ESTO ES ,TANTOS CONSEJEROS ,ASESORES Y TÉCNICOS ,EXPERTOS  Y PERSONAS DE CATEGORÍA SIMILAR  QUE JUSGUE NECESARIOS LA DELEGACIÓN.}
· EN LA PRACTICA NO EXISTE UN CONTROL EFECTIVO DE LOS ASISTENTES ,EXEPTO POR EL CARNET DE IDENTIFICACIÓN .

· laproblematica.: 
qué necesitan los Estados para ser miembros de la ONU.la SUSPENSIÓN de un miembro es decir un miembro  que haya sido objeto  de accion preventiva o coercitiva por parte del consejo de SEGURIDAD podra ser suspendido por la asamblea general a recomendación del consejo de SEGURIDAD.

· no es muy claro el retiro voluntario  de un miembro dentro de la carta  sin embargo con base en una DECLARACIÓN interpretativa  formulada en  la conferencia de san francisco  los estados pueden tener esa posibilidad  indonesia se ausento  de la onu  a partir del 1 .- iii , 1965 y se reintrego el 28 ix, 1967 despues de considerarse  por los miembros  que este pais no se habia retirado si no que habia dejado  de cooperar de manera temporal.
Requisitos para ser miembro
2) En primer lugar, necesitan ser ESTADOS. No organizaciones[OIG u ONG], no representaciones, no bancos ni nada por el estilo. 
3) Solo Estados Soberanos.
4) DEBEN ser Estados Amantes de la paz.
· Actualmente hay ocho países que han detonado satisfactoriamente armas nucleares. 

· Cinco de ellos están considerados "estados nuclearmente armados", un estatus reconocido internacionalmente otorgado por el Tratado de No Proliferación Nuclear (NPT por Non-Proliferation Treaty, en inglés). 

· En orden de adquisición de armas nucleares, éstos son: 

1. los Estados Unidos de América

2.  la Federación Rusa (antigua URSS) 

3. la República Francesa  

4.  el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte,
5. la República Popular de China

Desde que se firmó el tratado, otros tres países no firmantes del mismo han realizado pruebas nucleares: India, Pakistán y Corea del Norte. Además, existen amplias sospechas de que Israel posea un arsenal de armas nucleares, aunque nunca haya sido confirmado ni desmentido por el propio país. Ha habido informes de que más de doscientas armas nucleares podrían formar parte de su armamento. Este estatus no está formalmente reconocido por organismos internacionales ya que ninguno de estos cuatro países es actualmente un signatario del Tratado de No Proliferación Nuclear.

Irán ha estado desarrollando la tecnología de enriquecimiento de uranio y ha sido acusado por las naciones occidentales de hacerlo con fines armamentísticos. La República Islámica insiste que sus intenciones están limitadas a la generación de energía nuclear interna con fines pacíficos, a pesar de que se han detectado trazas de plutonio. Desde el 4 de febrero de 2006, el Organismo Internacional de Energía Atómica suspendió a Irán del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas en respuesta a las preocupaciones occidentales sobre sus posibles programas nucleares.
5)  basicamente aceptar principios y propositos escritos dentro de la Carta de las Naciones Unidas [conocida también como Carta de San Francisco] y tambien que la misma ONU califique a este Estado apto para desempeñar dichas obligaciones.
6) Carta de las Naciones Unidas.
7) Se debe firmar la carta y luego ser ratificada.
8) El Estado debe enviar una carta al Consejo de Seguridad de la ONU, en el cual se discutirá en en comité de Admisión de nuevos miembros si cumple con las condiciones y responsabilidades para ser miembro.
9) Si es apto, el Consejo de Seguridad hace una recomendación a la Asamblea General de la ONU para que por mayoría de votos sea aceptado o no el Estado que puso su propuesta para ser adherido.
En la solicitud de opinión se pide a la Corte que interprete el párrafo 2 del Artículo 4 de la Carta. Antes de examinar el fondo de la cuestión, la Corte consideró las excepciones presentadas a ese examen, ya sea ba​sándose en que carece de competencia para interpretar la Carta, o por el supuesto carácter político de la cues​tión.

Más información

Por lo que respecta a su competencia, la Corte recuer​da su opinión de 28 de mayo de 1948, en la que declaró que podía dar una opinión consultiva sobre cualquier cuestión jurídica, y que ninguna disposición le prohibía ejercer respecto al Artículo 4 de la Carta, un tratado mul​tilateral, una función interpretativa incluida en el ejerci​cio normal de sus atribuciones judiciales. Con respecto a la segunda excepción, la Corte señala que no puede atri​buir carácter político a una solicitud que, expresada en términos abstractos, la invita a realizar una tarea esen​cialmente judicial: la interpretación de una disposición de un tratado. Por consiguiente, no hay motivo alguno para que la Corte no responda a la cuestión que le ha planteado la Asamblea.

· LA ASAMBLEA GENERAL ELABORA NORMALMENTE EN NUEVA YORK , PERO PUEDE COMO EN EFECTO LO HA HECHO ,SESIONAR EN GINEBRA , O EN OTRO LUGAR ARTC 3.-DEL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA GENERAL.

· QUE SON LAS NACIONES UNIDAS :
Las Naciones Unidas son una organización de Estados soberanos. Los Estados se afilian voluntariamente a las Naciones Unidas para colaborar en pro de la paz mundial, promover la amistad entre todas las naciones y apoyar el progreso económico y social. 
La Organización nació oficialmente el 24 de octubre de 1945. En el momento de su creación se admitieron como Miembros 51 países; actualmente, con la reciente inclusión de Suiza y Timor Oriental en el 57° período ordinario de sesiones de la Asamblea General, y de Montenegro en Junio del 2006, 192 países son Miembros de las Naciones Unidas. De acuerdo a la Carta, pueden ser Miembros de las Naciones Unidas todos los países amantes de la paz que acepten las obligaciones previstas en ella y que, a juicio de la Organización, sean capaces de cumplir esas obligaciones y estén dispuestos a hacerlo. La Organización de las Naciones Unidas es un foro o lugar de reunión que prácticamente incluye a todas las naciones del mundo y proporcionan el mecanismo que ayuda a encontrar soluciones a las controversias o problemas entre países y a adoptar medidas en relación con casi todas las cuestiones que interesan a la humanidad. Estas cuestiones son analizadas de acuerdo a una serie de propósitos y principios establecidos en el capítulo 1 de la "Carta de las Naciones Unidas", teniendo como finalidades: Preservar a las nuevas generaciones del flagelo de la guerra
Reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre

Crear condiciones para mantener la justicia y el respeto a los tratados internacionales. Promover el progreso social y elevar el nivel de vida. Si bien algunas veces se las describe como un "parlamento de naciones", las Naciones Unidas no son ni una entidad por encima de los Estados ni un gobierno de gobiernos. No cuentan con un ejército propio y no recaudan impuestos. La Organización está sujeta a la voluntad política de sus Miembros para la aplicación de las decisiones y depende de las aportaciones de sus Miembros para la ejecución de las actividades. Conforme a la Carta, los idiomas oficiales de las Naciones Unidas son el chino, el español, el francés, el inglés y el ruso. Además se ha añadido el árabe como idioma oficial de la Asamblea General, el Consejo Económico y social y el Consejo de Seguridad.
· Esa cuestión se refiere solamente al caso en el cual el Consejo de Seguridad, habiendo votado respecto a una recomendación, haya sacado de su votación la con​clusión de que la recomendación no queda aprobada por no haber obtenido la mayoría requerida o por el voto negativo de un miembro permanente del Consejo. Se refiere, pues, al caso en que la Asamblea se enfrenta a la falta de una recomendación del Consejo. No se trata de determinar las normas que rigen el procedi​miento de votación del Consejo, ni de determinar si el voto negativo de un miembro permanente del Consejo basta para rechazar una recomendación que haya obte​nido siete o más votos. El texto mismo de la pregunta implica en ese caso la inexistencia de una recomenda​ción.

· SIN EMBARGO EN LA PRACTICA  ES FACTIBLE ACTUALIZAR  PERIÓDICAMENTE  LAS CREDENCIALES TENIENDO EN CUENTA  QUE CADA PERIODO DE SESIONES INICIA EL TERCER MARTES DE SEPTIEMBRE ,SE SUSPENDE DURANTE LAS FIESTAS DECEMBRINAS Y SE REANUDA A COMIENZOS DEL AÑO  ESTANDO ABIERTA LA POSIBLILIDAD DE DELIBERAR  EN CUALQUIERA DE SUS COMISIONES  O GRUPOS DE TRABAJO HASTA EL SIGUIENTE MES  DE SEPTIEMBRE CUANDO SE INICIA EL NUEVO PERIODO .

La pregunta es, por tanto, si, a falta de una recomen​dación del Consejo, la Asamblea puede adoptar la deci​sión de admitir a un Estado.

La Corte no tiene duda alguna respecto al sentido de la disposición pertinente, el párrafo 2 del Artículo 4 de la Carta. Dos cosas se requieren para la admisión: una recomendación del Consejo y una decisión de la Asam​blea. El empleo en el Artículo de la expresión “a reco- mendación,, implica la idea de que la recomendación es la base de la decisión. Ambos actos son indispensa​bles para formar el “juicio” de la Organización (párra​fo 1 del Artículo 4), siendo la recomendación la condi​ción previa de la decisión mediante la cual se efectúa la admisión.

Se ha pretendido atribuir un significado diferente a esa cláusula, invocando los trabajos preparatorios. Sin embargo, el primer deber de un tribunal llamado a in​terpretar un texto es esforzarse por dar efectividad a las palabras utilizadas en el contexto en que aparecen, atribuyéndoles su sentido natural y ordinario. En el presente caso, es fácil determinar el sentido natural y ordinario de los términos pertinentes, así como darles efectividad. Teniendo en cuenta esas consideraciones, la Corte considera que no es permisible recurrir a los trabajos preparatorios.

Las conclusiones a que llega la Corte al examinar el párrafo 2 del Artículo 4 son confirmadas por la estructura de la Carta, y en particular por las relacio​nes establecidas entre la Asamblea General y el Con​sejo de Seguridad. Ambos son órganos principales de las Naciones Unidas, y el Consejo no está en una posición subordinada. Además, los órganos a los que el Artículo 4 confía la decisión de la Organización en materia de admisión han reconocido constante​mente que la admisión sólo puede concederse sobre la base de una recomendación del Consejo. Si la Asamblea pudiera admitir a un Estado en ausencia de una recomendación del Consejo, se privaría a éste de un papel importante en el ejercicio de una de las funciones esenciales de la Organización. Y tampoco se puede admitir que la falta de una recomendación es equivalente a una “recomendación desfavorable”, sobre la cual la Asamblea General podría basar la decisión de admitir a un Estado.

Manteniéndose dentro de los límites de la solicitud de opinión, le bastaba a la Corte decir que en ninguna parte ha recibido la Asamblea la facultad de cambiar, hasta el punto de invertirlo, el sentido de una votación del Consejo. En consecuencia, es imposible admitir que la Asamblea esté facultada para atribuir a una votación del Consejo de Seguridad el carácter de una recomendación, cuando el propio Consejo haya considerado que no se ha adoptado recomendación alguna.

Esas fueron las razones por las que la Corte respondió negativamente a la cuestión que le había planteado la Asamblea General.

Hechos 
· En 1946 y 1947 varios Estados presentaron solicitudes para ingresar a N.U. de acuerdo con el art. 4 de la Carta.  Algunos fueron admitidos, mientras otros no lo consiguieron por faltarles la recomendación del C.S. se indicaron diversos motivos para negarles el ingreso, sea porque no cumplían con las condiciones previstas en el art. 4, o porque no mantenían relaciones diplomáticas con algunos Miembros  de la Organización, o porque habían tenido una actitud favorable a las potencias del Eje durante la Segunda Guerra Mundial.
· En tales circunstancias, y para evitar el impasse, la A.G. adoptó el 17 de Noviembre de 1947 una Resolución por la que solicitó  la Opinión consultiva de la Corte. 

· LA OPINIÓN  PUBLICA GENERAL EL PERIODO  DE SESIONES DE OTOÑO –SEPTIEMBRE –DICIEMBRE.-COMO LA ASAMBLEA GENERAL  CUYAS 3 PRIMERAS SEMANAS DE DELIBERACIONES CUENTAN CON LA ASISTENCIA  DE JEFES DE ESTADO  O DE GOBIERNO ASI COMO DE MINISTROS DEL DESPACHO NORMALMENTE LOS DE RELACIONES EXTERIORES.

  
Cuestiones 
Se le consultaron a la Corte las siguientes: 
1)      Un Miembro de N.U. al que se le solicita, en virtud del art. 4 de la Carta, pronunciarse mediante su voto, sea en el C.S., sea en la A.G., sobre la admisión de un Estado como Miembro, ¿Puede jurídicamente hacer depender  su consentimiento de condiciones no establecidas expresamente en el alineado 1 de dicho artículo? 
2) En particular, si reconoce que las condiciones establecidas en el art, 4 son llenadas por el Estado aspirante, ¿Puede subordinar su voto afirmativo a la condición adicional que se admitan otros Estados a las N.U. juntamente con el Estado aspirante? 

La Carta de las Naciones Unidas y las Competencias de la ONU.-Naciones Unidas es el intento más perfecto de crear una organización internacional capaz de vertebrar y armonizar toda la sociedad internacional para conseguir determinados fines: mantenimiento de la paz y seguridad internacional.

· ADEMÁS DE LAS SESIONES PLENARIAS DE LA ASAMBLEA FUNCIONAN SEIS COMISIONES PRINCIPALES QUE SE ENCARGAN DE ALIMENTAR EL PROCESO DELIBERATORIO DE LA COMPLEJA AGENDA INTERNACIONAL CUYOS RESULTADOS SE INFORMAN AL PLENARIO PARA SU DECISIÓN.
· ES EN ESTAS COMISIONES DONDE REALMENTE SE DESARROLLA EL TRABAJO DE LA ASAMBLEA GENERAL  YA SEA EN PLENARIA DE CADA COMISION  O EN GRUPOS DE TRABAJO  OFICIALES U OFICIOSOSO EN CONSULTAS INFORMALES DE DELEGACIONES. UNA VEZ LAS COMISIONES ADOPTAN UNA DECISIÓN O RESOLUCIÓN  BIEN POR CONSENSO ,UNANIMIDAD, O POR MAYORIA SE SOMETE A LA ASAMBLEA GENERAL .A LAS COMISIONES PRINCIPALES LES CORRESPONDEN LOS SIGUIENTES TEMAS.

1. primera comision .-asuntos de desarme y seguridad internacional

2. segunda comision.- asuntos economicos y financieros

3. tercera comision.-asuntos sociales ,humanitarios y culturales

4. cuarta comision.-politica especialy descolonización.

5. quinta comision.-asuntos administrativos y presupuestarios.-

6. sexta comision.-asuntos jurídicos.

Hubo un primer ensayo de dar forma ó estructura a la Comunidad Internacional, anterior a la ONU, que fue la Sociedad de Naciones, cuyos fines fueron generales y de vocación universal (tenía su cargo preservar la paz internacional).

Estuvo activa durante el periodo entreguerras (1919-1939), pero resultó un proyecto fracasado por no conseguir evitar el desencadenamiento de una Segunda Guerra Mundial; mucho más cruel e inhumana y con un mayor número de víctimas.

En otro plano, la crisis del Estado liberal que motivó la aparición de movimientos de signo totalitario de marcado carácter fascista en Italia y Alemania, supusieron una quiebra total de la sociedad internacional. Y para colmo, la crisis del 30 que vino a significar la experiencia económica más desastrosa de todos los tiempos.

En la práctica, la Sociedad de Naciones no pudo abarcar la totalidad de países de la Tierra. Este objetivo de alcanzar la universalidad no lo consiguió debido primordialmente al desmarcarse países tan importantes como Estados Unidos, Alemania, Japón y la URSS por agredir a Finlandia.

Todo esto debilitó la fuerza y la ya de por sí mermada credibilidad de la Sociedad de Naciones.

La ONU comienza a germinarse desde de la 2ª Guerra Mundial; surgió en las aguas del Atlántico entre Churchill y Roosvelt adoptando la "Carta del Atlántico" en 1941 (EE.UU. y Reino Unido). Esto sólo era un acuerdo entre Estados Aliados frente al fascismo europeo.

Esta Carta decía que para cuando acabara la 2ª Guerra Mundial todos los Estados de la Tierra se comprometerían a renunciar al uso de la fuerza armada; antes de la 2ª Guerra Mundial el uso de la fuerza era aceptado, a partir de Naciones Unidas estará prohibido.

A esta Carta del Atlántico se adhirieron algunos Estados aliados que fueron perfilando esta idea hasta el año 1945.

En junio de ese año, se convocó en San Francisco (EE.UU.) una conferencia internacional entre los 51 Estados de la Carta del Atlántico que adoptaron la "Carta de San Francisco", tratado constitutivo de Naciones Unidas. El mismo entró en vigor el 24 de Octubre de 1945, creando la ONU con sede central en Nueva York.

La Carta de San Francisco es producto de las potencias vencedoras de la Segunda Guerra Mundial (EE.UU. Francia, Reino Unido, URSS y China), y nace con la idea de evitar en el futuro nuevas guerras mundiales (factor que hoy ha quedado superado).

No está pensada para dilucidar controversias entre los países fundadores, sino para solucionar conflictos entre terceros países. Contiene además, el Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia, uno de los órganos más importantes de Naciones Unidas.

A partir de la 2ª Guerra Mundial surgió la "guerra fría", que supuso el bloqueo del Consejo de Seguridad, por lo cual la Carta quedó parcialmente obsoleta. Con ella se trataba de controlar a las potencias derrotadas, pero Alemania y Japón se pusieron a favor del bloque occidental.

· LAS MISIONES PERMANENTES EN NUEVA YORK ,COMO ES NATURAL JUEGAN UN PAPEL FUNDAMENTAL  NO SOLAMENTE EN LOS ASUNTOS TEMÁTICOS  Y DE NEGOCIACIÓN ,SI NO EN LOS ASPECTOS FORMALES O DE PROTOCOLO.

· Naciones Unidas no es un "super Estado".

Algunos autores y pensadores han llegado a decir que la Carta de San Francisco es una "Constitución" para todos los habitantes de la Tierra. Y en este sentido tiene una doble dimensión:

· es el tratado constitutivo de una organización internacional, como es la ONU.

· posee rasgos muy especiales, que son los que vamos a analizar a continuación.

 Caracteres especiales.-la asamblea general  es el PRINCIPAL organo deliberante.

· en ella estan  representados todos los estados miembros cada uno con un voto.las votaciones sobre cuestiones importantes,co las de paz y SEGURIDAD ingreso de nuvos miembros y cuestiones presupuestarias se deciden por mayoria de dos tercios.las demas ,por mayoria simple.

1. Naciones Unidas es la única organización internacional que tiene una clara vocación universal y fines generales.

2. Su fin primordial es el mantenimiento de paz y seguridad internacional a través de una serie de medidas: Consejo de Seguridad.

3. Art. 2.6 establece que "los Estados NO miembros de la ONU están obligados a respetar las disposiciones de la Carta de San Francisco relativas al mantenimiento de paz y seguridad internacional". Esto no lo hace ningún tratado internacional, ya que estos sólo obligan a los Estados miembros de la organización internacional.

Algo tan importante no puede quedar a la libre determinación de los Estados, inspirado en el contexto histórico en que se creó la O.N.U., pues el mismo preámbulo de la Carta así lo expresa: "Nosotros los pueblos de las Naciones Unidas resueltos a preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra que dos veces durante nuestra vida ha infligido a la Humanidad sufrimientos indecibles,...."

El Art. 103 dice "en caso de conflicto entre una disposición de la Carta y una disposición de un tratado internacional cualquiera, siempre prevalecerán las disposiciones de la Carta de San Francisco". Es decir, se atribuye rango superior ante cualquier otro tratado anterior ó posterior a 1945.

Se puede llegar a decir, que la Carta de San Francisco configura los principios generales del Derecho Internacional Público, no son meramente las disposiciones de un tratado internacional u organización.

· EN EFECTO DE LA RELACION CON EL  APARATO ADMINISTRATIVO DE LA SECRETARIA GENERAL  Y DE LAS COORDINACIONES CON OTRAS DELEGACIONES , DEPENDE EL MOMENTO Y LA PRECEDENCIA  CON QUE INTERVIENE  ANTE EL PLENARIO DE UN JEFE DE ESTADO .-

· UN ORADOR DE UN PAIS  EN DESARROLLO QUE REALICE SU DECLARACIÓN EN LA MISMA SESION  PERO ANTES DE QUE LO HAGA  UN MANDATARIO DE UNA DE LAS 5 POTENCIAS  TIENE ASEGURADO NO SOLO EL LLENO DEL AUDITORIO , SI NO LA ATENCIÓN DE LOS MEDIOS DE PRENSA.-

Algunas reformas necesarias

El procedimiento de reforma de la Carta es rígido; es necesaria la unanimidad de los cinco Estados fundadores (sin ellos no se puede reformar ninguna disposición). Hay reformas "pendientes", como por ejemplo, a nivel de estructura orgánica.

La plataforma anterior de los países en desarrollo no exponía un punto de vista sobre la reforma de la ONU y otros organismos internacionales, ni presentaba propuestas específicas sobre el tema. No obstante, ante los cambios del ámbito internacional, el tema de la reforma de las instituciones ha cobrado nueva importancia. Es actualmente el tema central de opiniones y propuestas emergentes de países desarrollados y de grupos independientes.

Toda propuesta realizada por países en vías de desarrollo que guarde relación con la organización y la reforma de los procesos multilaterales debe reflejar una sola idea muy trascendente, y es que, en gran medida, la fuerza de los países en desarrollo en foros internacionales deriva de su cantidad; cantidad que refleja a los estados nacionales y poblaciones que forman la comunidad global. La ONU fue establecida sobre la base de la igualdad de los estados nacionales, igualdad reflejada en el principio de "un país, un voto". Es este factor, y de ahí su carácter universal, el que ha hecho de la ONU un foro en el cual los países en desarrollo tienen una importante presencia. Este factor es también el que ha permitido que los países en desarrollo se nucleen en el Movimiento de Países No Alineados y en el Grupo de los 77 y adopten posiciones comunes en una variedad de asuntos.

Se deduce de ello que las reformas que resten valor a los poderes y funciones de los órganos con integración universal o los transfieran a otras entidades menos representativas tenderán a debilitar la influencia y el impacto de los países en desarrollo y de su organización: el Grupo de los 77. Esto es especialmente cierto en lo que atañe a cambios que fortalecieran la función del Consejo de Seguridad que cuenta con tan pocos integrantes en comparación con la Asamblea General. Una cantidad de propuestas de reforma realizadas recientemente tratan de establecer nuevas entidades de la ONU de muy restringida integración: entidades como un Consejo de Seguridad Económica o un Consejo Económico y un Consejo Social, etc. Su objetivo sería sustituir los órganos existentes y más universales, los cuales quedarían sin efecto. El fin de esas propuestas es supuestamente mejorar la eficiencia y vigencia de la ONU en los ámbitos económico y social. Pero cualesquiera sean las perspectivas que se tengan de alcanzar ese fin con los cambios propuestos, tendrían como consecuencia la creación de órganos con una presencia marcadamente reducida de los países en desarrollo.

Es verdad que las grandes asambleas no son los mejores instrumentos para negociar acuerdos complejos y detallados. Sin embargo, en la práctica, los acuerdos podrían ser, y lo han sido, efectuados mediante negociaciones representativas realizadas en grupos de trabajo creados en el momento oportuno por las corporaciones más numerosas. Esta ha sido la experiencia en el pasado y ha dado buenos frutos cuando los factores políticos y afines contribuyeron para ello.

También sería necesario hacer una reforma importante para resolver el problema financiero: habrá que crear instrumentos para obligar a los Estados a aportar dinero anualmente a la ONU (hay países, como EE.UU., que no pagan).

También se hace necesario reformar las palabras "estados enemigos", referidas de países Alemania y Japón; puesto que hoy en día son unos de los que más dinero aportan a la ONU.

Competencias de la ONU.-EL CANCILLER  COLOMBIANO INDALECIO LIEVANO AGUIRRE DESEMPEÑO LA PRESIDENCIA  DEL XXXIII PERIODO DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL DE NACIONES UNIDAS , CELEBRADA ENTRE 1978 Y 1979.

Tiene competencias generales, pudiendo tratar cualquier materia que tenga un mínimo de contenido internacional.

AHORA POR EL CONTRARIO , SI LA INTERVENCIÓN SE PRODUCE  DESPUÉS DE QUE LO HAGA UNO DE ESTOS MANDATARIOS  O UN PRESIDENTE QUE EN ESE MOMENTO TENGA  , ESPECIAL INTERES PARA  LA COMUNIDAD INTERNACIONAL , LA SALA SE DESOCUPARA  YA QUE ES COSTUMBRE QUE LOS JEFES  DE DELEGACIÓN ASISTENTE  SALUDEN  FUERA DEL HEMICICLO  PRINCIPAL A LOS PRESIDENTES  O JEFES DE ESTADO.

El párrafo anterior está limitado por el artículo 2.7 de la Carta de San Francisco "no puede intervenir en asuntos propios de la jurisdicción interna de los Estados"; pero incluso este único límite se ha visto difuminado puesto que la propia Carta prevé y estipula que podrá intervenir siempre que haya una amenaza para la paz..-

· EL PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL SE ELIGE POR ESTA  , TENIENDO EN CUENTA  EL PRINCIPIO DE LA ROTACIÓN GEOGRAFICA ..SEGÚN LOS GRUPOS REGIONALES .

· LOS VEINTIUN VICEPRESIDENTES  SE ELIGEN DESPUÉS  DE ELEGIR LOS 6 PRESIDENTES  DE LAS COMISIONES PRINCIPALES  DE LA SIGUIENTE FORMA .

1. AFRICA –6

2. ASIA-5

3. EUROPA ORIENTAL-1

4. LATINOAMÉRICA Y EL CARIBE

5. EUROPA OCCIDENTAL

6. Y OTROS ESTADOS

7. POR LOS PAISES MIEMBROS PERMANENTES---5

8. DE ESTA SUMA DE 22  SE REDUCE UN VICEPRESIDENTE  A LA REGION  DE LA CUAL SE HAYA ELEGIDO EL PRESIDENTE .
Las competencias generales, principales son las siguientes:

1. Mantenimiento de la paz y seguridad internacional.

2. Fomento de las relaciones amistosas entre los pueblos.

3. Fomento del arreglo pacífico de las controversias internacionales.
4. Protección de los derechos humanos.

5. Cooperación al desarrollo (aliviar la pobreza del tercer mundo).

Naciones Unidas tiene una regulación de las competencias en la Carta de San Francisco, pero por el principio teórico de las competencias implícitas, se desarrollan otras competencias que no están recogidas en la Carta; como por ejemplo, la protección del medio ambiente, que se intenta poner en relación con la cooperación al desarrollo. Así como aquellas llamadas a defender los derechos de sus funcionarios.

EN RELACION A LA ASAMBLEA GENERAL .-DE ALLI QUE ES NECESARIO ENTRAR EN CONTACTO  CON SUFICIENTE ANTELACIÓN  CON LA SECRETARIA .-GENERALMENTE 4 MESES  A FIN DE SOLICITAR EL DIA Y LA HORA  DE MANERA QUE CORRESPONDA AL NIVEL  Y DESEO DE REPRESENTACIÓN DEL RESPECTIVO PAIS.-

 Propósitos y Principios de O.N.U.
Los propósitos se identifican con los objetivos y fines que relata el artículo primero de la Carta de las Naciones Unidas:

1. Mantenimiento de la paz y Seguridad internacional.

Todos los demás están relacionados directamente con este, ya que son medidas preventivas para conseguir el mantenimiento de la paz y evitar conflictos armados.

2. Fomento de las relaciones amistosas entre los Estados.

3. Desarrollar la cooperación internacional para subsanar los problemas económicos, sociales y culturales. Donde existan estos problemas se pueden producir conflictos armados.

4. Fomentar el respeto a los derechos Humanos.

5. Servir de foro donde se puede llevar a cabo medidas preventivas.

Los principios son las reglas por medio de las cuales la ONU tiende a conseguir sus propósitos. Antes, estos principios, solamente estaban recogidos en el artículo segundo de la Carta, pero posteriormente fueron ampliados y desarrollados por la resolución 2625 (XXV) de 1970.

Dichos principios se consideran principios rectores del derecho internacional, principios que deben ser respetados por todos los países (normas de derecho impositivo), no admiten derogación ni modificación por parte de los Estados. Esta "seriedad" le viene a dar, en definitiva, una cierta cohesión al ordenamiento internacional.

a. Principio de PROHIBICIÓN de la amenaza o el uso de la fuerza armada contra la independencia política e integridad territorial de los Estados. Arreglo pacífico de controversias.

b. Principio de NO INTERVENCIÓN en los asuntos internos de los Estados.

c. Deber de COOPERACIÓN entre los Estados.

d. Principio de la libre AUTODETERMINACIÓN de los pueblos.

e. IGUALDAD soberana de todos los Estados Cumplimiento de buena fe de las obligaciones internacionales.

f. PROTECCIÓN de los derechos humanos.

g. AUTORIDAD sobre Estados no miembros.

Los Estados miembros y su "estatus" jurídico

Los "miembros" de Naciones Unidas sólo pueden ser ESTADOS. Actualmente la componen 185, presumiendo de estar abierta a todos (vocación universal).

El "estatus" jurídico de Estado miembro significa, que en la ONU se le aplican los derechos y obligaciones de la Carta de San Francisco.

En 1945 Naciones Unidas tenía 51 Estados; España se adhirió en 1955 (se consideró que el régimen franquista era aliado del fascista). En los años 60 se "disparó" el proceso de descolonización y se produjo una adhesión masiva (Estados de Asia e África).

En 1973 se adhirieron las dos Alemanias (RFA y RDA); los cambios producidos en algunos países, como la URSS, han ido posibilitando el ingreso de nuevos Estados (Estonia, Letonia)

—El último Estado, que se adhirió fue la Isla de Palaos, en Diciembre de 1994.

La Sociedad internacional de la posguerra se ha universalizado. Realmente se ha hecho mucho más diversa, heterogénea y plural, pero la división entre países ricos y pobres sigue existiendo, y no sólo eso, sino que parece acentuarse: Una cosa es clara, no existe un tercer mundo único, no hay por qué "meter" a todos en un mismo saco. Países como Singapur, China ó el Golfo Pérsico son muy distintos de Ruanda, Zaire, Chad, etc... Existen múltiples categorías e infinidad de subdivisiones.

La ausencia más notable de la ONU es Suiza, que no puede ser miembro de la misma debido a su estatuto de Estado neutralizado, ya que hay determinados artículos de la Carta (Capítulo VI) que dan lugar a la creación de una fuerza internacional para resolver un conflicto.

Que no sea un miembro activo, no significa que no coopere con la ONU; Ginebra es una importante subsede de la misma.

A efectos de procedimientos, se diferencia entre los Estados fundadores y los Estados admitidos; ambos gozan de los mismos derechos y de las mismas obligaciones.

Requisitos

El artículo 4 de la Carta de San Francisco, establece los requisitos (sustantivos y procedimentales) para ser miembro, aunque se puede decir, que la ONU no ha sido muy rigurosa en ellos:

a. SUSTANTIVOS

1. Se requiere que sea un Estado que tenga los 4 elementos constitutivos.

2. 
Se excluyen las Organizaciones Internacionales, ONG's, etc... Pero en este punto no se ha sido totalmente estricto, puesto que la URSS pidió que se admitiera a dos países que en ese momento no eran estados: Ucrania y Bielorusia.

3. Ser un Estado amante de la Paz.

4. Que el candidato se comprometa a aceptar las obligaciones dimanantes de la Carta de San Francisco.

1. El Estado manda una solicitud a la ONU.

2. El Consejo de Seguridad manda una "recomendación" que es vinculante y preceptiva.

3. Posteriormente se debe aprobar por mayoría en la Asamblea General.

b. PROCEDIMENTALES:

· El art. 5 de la Carta prevé la suspensión de los derechos y privilegios a un Estado miembro, cuando este incumpla las obligaciones dimanantes de la Carta.

· Este precepto nunca se ha aplicado a ningún Estado miembro.

· El art. 6 de la Carta prevé la expulsión de un Estado miembro si ha violado de forma continuada los principios de la Carta de San Francisco. Este art. tampoco se ha aplicado nunca.

En estos casos se ha preferido "castigar" de otra manera antes de proceder con la suspensión o expulsión. Es mejor tratar con los rebeldes dentro de la organización, que no fuera. Nunca se han aplicado medidas sancionadoras, pese a que no han faltado motivos (Sudáfrica).

Lo que sí se ha producido es la retirada "voluntaria" de Naciones Unidas, y que no se encuentrs estipulada en la Carta (es el caso de Indonesia).

· Para los Estados NO MIEMBROS: organizaciones internacionales, UE ó OLP, se establece un cierto estatuto de observador (sin voto), pero que le da derecho a asistir a las sesiones e incluso a ser oídos.

Opinión consultiva 
La cuestión planteada consiste en saber si las condiciones enunciadas en el art. 4 parágrafo 1 de la Carta poseen o no carácter taxativo.  Es decir, se trata de un problema jurídico de interpretación de un texto convencional. 
Las condiciones prescritas en el texto citado son cinco: 

1) ser un Estado; 

2) 2) ser pacífico; 
3) 3) aceptar las obligaciones de la Carta; 
4) 4) ser capaz de cumplir esas obligaciones;
5)  5) estar dispuesto a hacerlo.  
· Los términos “Podrán ser Miembros de las Naciones Unidas todos los demás Estados amantes de la paz que ...”, indican  que las condiciones distintas que las establecidas.  
· Por lo tanto, las condiciones enumeradas en el art. 4 parágrafo 1 deben considerarse, no sólo como necesarias, sino también como suficientes. 
· No puede pretenderse que esas condiciones constituyan un mínimo indispensable, y que podrían superimponerse otras consideraciones políticas para negar la admisión de un candidato  que las llenara.  Tal interpretación sería contraria a los términos del art. 4 parágrafo 2, y conduciría a reconocer a los Estados Miembros un poder discrecional indeterminado y sin límites. 
·  Tal poder sería incompatible con el carácter de una reglamentación que establece un estrecho vínculo entre la calidad de Miembro y la observación de principios y obligaciones de la Carta. 
· La Corte considera el texto suficientemente claro por lo cual no cabe apartarse de la jurisprudencia de la C.P.J.I. según la cual no corresponde recurrir a los trabajos preparatorios si el texto de una convención es en sí mismo suficientemente claro. 
· La segunda parte de la consulta se refiere a la exigencia por la que un Miembro haga depender su consentimiento para admitir un candidato a que se admitan otros candidatos. 
· Sobre la base de la interpretación que la Carta da al art. 4, esa exigencia representa, evidentemente, una condición nueva, sin relación con las condiciones establecidas en dicho artículo. 
· Sería además totalmente incompatible con el espíritu y la letra del artículo, ya que subordinaría la admisión no a condiciones exigibles a los candidatos, sino a consideraciones extrínsecas, concernientes a otros Estados distintos que el Estado candidato. 
Miembros actuales
· Enumeran a los Estados miembro abajo con sus fechas respectivas de la admisión. Había 51 miembros originales de la O.N.U que fueron admitidas en 1945, de el cual 49 siguen siendo miembros de la O.N.U o tienen sus asientos continuados por a estado del sucesor (e.g., URSSel 'asiento de s se ha continuado cerca Rusia). Los otros dos miembros originales eran Checoslovaquia y Yugoslavia, como ambos había disuelto y sus asientos no fueron continuados por ningún estado (véase Miembros anteriores: Checoslovaquia y Miembros anteriores: Yugoslavia respectivamente). Para Asiento de China en la O.N.U, República de China fue substituido por República Popular de China en 25 de octubre 1971, aun cuando los gobiernos de ambos han existido bien antes y después esta fecha .

Los nombres usados abajo son los nombres oficiales de los Estados miembro usados por la O.N.U; sin embargo, la lista es clasificada por los nombres comunes de los Estados miembro para la facilidad de la navegación. Para clasificar a los Estados miembro por sus nombres oficiales usados por la O.N.U o sus fechas de admisiones, chasque encendido los botones en los jefes de la columna.
En 1948, se celebró la IX Conferencia Interamericana, en el marco de la cual se aprobó la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Asimismo, se propuso la creación de un tribunal internacional que garantizara la protección de los derechos humanos, proyecto que se le encomendó al Comité Jurídico Interamericano.

Once años después y debido al estancamiento que sufrió el proyecto por razones políticas, en la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, Chile celebrada en Santiago de Chile en 1959, fue rescatado la necesidad de consolidar en el Continente, un régimen de libertad individual y de justicia social fundado en el respeto de los derechos esenciales del ser humano, todo ello dentro de un sistema democrático y el estado de derecho. 

En esa  ocasión, se le encomendó al Consejo Interamericano de Jurisconsultos la elaboración de una convención sobre derechos humanos y de una corte interamericana.  En la misma Reunión se creó la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, como primer paso en aras de cumplir el objetivo de promoción de los derechos humanos en el Continente.

Durante el período de preparación del proyecto de la Convención Interamericana, la Asamblea General de las Naciones Unidas, en 1966, sometió a firma y ratificación los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos,  y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Esto provocó polémica en el seno de la OEA, cuestionando la compatibilidad del sistema universal con el regional.

Al respecto, la mayoría de los países apoyaron la idea de que ambos sistemas podían coexistir y cooperar entre sí para una mejor protección de los derechos fundamentales, especialmente porque en el seno de las Naciones Unidas no se creó ningún órgano judicial que garantizase el cumplimiento de los informes de sus órganos sobre violaciones individuales o colectivas, creándose únicamente el Comité de Derechos Humanos y la Comisión de Derechos Humanos, esto, a diferencia del proyecto que ya existía en el Sistema Interamericano.

En 1969, durante la celebración de la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, se aprobó la Convención Americana sobre Derechos Humanos, dentro del marco de la OEA
.

Así, la Convención se convirtió en el primer instrumento jurídico de la región, con carácter vinculante que codificaba los derechos humanos, y además, creaba un sistema institucional compuesto por la Comisión y la Corte Interamericana, para la defensa de los derechos contemplados en ella
.

Los redactores de la Convención Americana, aprovechando los avances que se habían realizado en el tema de los derechos humanos en el ámbito internacional y regionales, usaron como modelos para su elaboración la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Europea de Derechos Humanos y los Pactos Internacionales de las Naciones Unidas.

A pesar de que la Corte no está contemplada en la Carta de la OEA, como si lo está la Comisión, es el órgano jurisdiccional del sistema interamericano de derechos humanos. La Carta de la OEA, delega en la propia Convención Americana, la facultad  de determinar la estructura, competencia y procedimiento de la Comisión, así como de los de los órganos encargados de los derechos humanos. Por su parte la propia Corte en una opinión consultiva determinó que ella está concebida como una institución judicial del sistema interamericano
.

En principio, pareciera que la Corte sólo tiene jurisdicción sobre los países que han ratificado la Convención y han reconocido además la competencia contenciosa de la Corte bajo el principio pacta sunt servanda y lo dispuesto por el artículo 62; sin embargo el artículo 64 de la Convención le atribuye a la Corte la competencia para responder opiniones consultivas que le sean sometidas por los Estados miembros de la OEA, sin distinguir si han ratificado o no la Convención.  Los elementos diferenciales de las dos clases de competencias son: a) la competencia contenciosa que la Corte ejerce sobre Estados que la han reconocido expresamente; y b) la competencia consultiva abierta para cualquier Estado miembro de la OEA.   Desarrollaremos ambas funciones más adelante.

La Corte está integrada por 7 jueces, quienes son electos por  el pleno de la Asamblea General de la OEA en una votación en la que participan los Estados partes en la Convención por un período de seis años, pudiendo ser reelegidos una vez.  Los miembros de la Corte son electos a título personal, por lo que no representan a ningún Estado sino a la totalidad de miembros de la OEA; así por ejemplo, Costa Rica  propuso como candidato a juez al doctor Thomas Buergenthal de nacionalidad estadounidense.  Los requisitos para optar al cargo de miembro de la Corte son: ser juristas de la más alta autoridad moral y reconocida competencia en materia de derechos humanos, además los jueces deberán reunir las condiciones requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como candidatos. Deben ser nacionales de algún Estado miembro de la OEA. Actualmente la Corte tiene su sede en San José de Costa Rica.

A partir de la década de los ochenta, el Sistema se ha ido adaptando a las necesidades en derechos humanos por medio de protocolos adicionales a la Convención y convenciones interamericanas sobre temas específicos, a saber: La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; El Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Protocolo Adicional a la Convención sobre la Abolición de la Pena de Muerte; la Convención Interamericana sobre Desapariciones Forzadas; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra al Mujer y la Convención Americana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.

Luego de 42 años de la creación de la Comisión y 23 años de la creación de la  Corte, podemos afirmar que el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos es el área de mayor proyección y prestigio de la OEA. Esto debido al trabajo serio y profesional que han realizado la Comisión y la Corte en la promoción, protección y defensa de los derechos humanos, a través de sus resoluciones, informes, sentencias y opiniones consultivas.  No sólo han ido desarrollando el derecho internacional de los derechos humanos, sino lo más importante es que han salvado vidas, han buscado justicia para las víctimas de violaciones a derechos humanos, y han contribuido al fortalecimiento del estado de derecho y al perfeccionamiento de nuestras democracias. 

Este resultado positivo ha generado en los últimos años   un incremento en el trabajo de los órganos del sistema.  Por ejemplo la CIDH tramita más de 600 denuncias al año y a la fecha la Corte Interamericana ha emitido 74 sentencias (referentes a excepciones preliminares, competencia,  mérito, reparaciones e interpretación de sentencias), sobre 36 casos contenciosos y 16 opiniones consultivas. 

Desde su creación a Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha aprobado cuatro reglamentos, el último entró en vigencia el 1º. de junio de 2001, y ha sido mediante la aprobación de este reglamento que se ha dado un salto cualitativo fundamental en la evolución del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, por lo que en el presente trabajo, hemos incluido esos cambios en el procedimiento de este Tribunal Internacional
.

Admisión de un Estado a las  Naciones Unidas 
· POR RECOMENDACIÓN DEL COSEJO DE SEGURIDAD

                                                                         El Consejo de Seguridad
Composición
· Artículo 23
1. El Consejo de Seguridad se compondrá de quince miembros de las Naciones Unidas. La República de China, Francia, la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas, el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos de América, serán miembros permanentes del Consejo de Seguridad. La Asamblea General elegirá otros diez Miembros de las Naciones Unidas que serán miembros no permanentes del Consejo de Seguridad, prestando especial atención, en primer término, a la contribución de los Miembros de las Naciones Unidas al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y a los demás propósitos de la Organización, como también a una distribución geográfica equitativa.
2. Los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad serán elegidos por un periodo de dos años. En la primera elección de los miembros no permanentes que se celebre después de haberse aumentado de once a quince el número de miembros del Consejo de Seguridad, dos de los cuatro miembros nuevos serán elegidos por un periodo de un año. Los miembros salientes no serán reelegibles para el periodo subsiguiente.
3. Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá un representante.
Funciones y poderes
· Artículo 24
1. A fin de asegurar acción rápida y eficaz por parte de las Naciones Unidas, sus Miembros confieren al Consejo de Seguridad la responsabilidad primordial de mantener la paz y la seguridad internacionales, y reconocen que el Consejo de Seguridad actúa a nombre de ellos al desempeñar las funciones que le impone aquella responsabilidad.
2. En el desempeño de estas funciones, el Consejo de Seguridad procederá de acuerdo con los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas. Los poderes otorgados al Consejo de Seguridad para el desempeño de dichas funciones quedan definidos en los Capítulos VI, VII, VIII y XII.
3. El Consejo de Seguridad presentará a la Asamblea General para su consideración informes anuales y, cuando fuere necesario, informes especiales.
· Artículo 25
Los Miembros de las Naciones Unidas convienen en aceptar y cumplir las decisiones del Consejo de Seguridad de acuerdo con esta Carta.
· Artículo 26
A fin de promover el establecimiento y mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales con la menor desviación posible de los recursos humanos y económicos del mundo hacia los armamentos, el Consejo de Seguridad tendrá a su cargo, con la ayuda del Comité de Estado Mayor a que se refiere el Artículo 47, la elaboración de planes que se someterán a los Miembros de las Naciones Unidas para el establecimiento de un sistema de regulación de los armamentos.
Votación
· Artículo 27
1. Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá un voto.
2. Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre cuestiones de procedimiento serán tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros.
3. Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre todas las demás cuestiones serán tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros, incluso los votos afirmativos de todos los miembros permanentes; pero en las decisiones tomadas en virtud del Capítulo VI y del párrafo 3 del Artículo 52, la parte en una controversia se abstendrá de votar.
Procedimiento
· Articulo 28
1. El Consejo de Seguridad será organizado de modo que pueda funcionar continuamente. Con tal fin, cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá en todo momento su representante en la sede de la Organización.
2. El Consejo de Seguridad celebrará reuniones periódicas en las cuales cada uno de sus miembros podrá, si lo desea, hacerse representar por un miembro de su Gobierno o por otro representante especialmente designado.
3. El Consejo de Seguridad podrá celebrar reuniones en cualesquiera lugares, fuera de la sede de la Organización, que juzgue más apropiados para facilitar sus labores.
· Artículo 29
El Consejo de Seguridad podrá establecer los organismos subsidiarios que estime necesarios para el desempeño de sus funciones.
· Artículo 30
El Consejo de Seguridad dictará su propio reglamento, el cual establecerá el método de elegir su Presidente.
· Artículo 31
Cualquier Miembro de las Naciones Unidas que no sea miembro del Consejo de Seguridad podrá participar sin derecho a voto en la discusión de toda cuestión llevada ante el Consejo de Seguridad cuando éste considere que los intereses de ese Miembro están afectados de manera especial.
· Artículo 32
El Miembro de las Naciones Unidas que no tenga asiento en el Consejo de Seguridad o el Estado que no sea Miembro de las Naciones Unidas, si fuere parte en una controversia que esté considerando el Consejo de Seguridad, será invitado a participar sin derecho a voto en las discusiones relativas a dicha controversia. El Consejo de Seguridad establecerá las condiciones que estime justas para la participación de los Estados que no sean Miembros de las Naciones Unidas.
· EJEMPLO :

Opinión consultiva 
17 de Noviembre de 1947: La A.G. solicita una opinión consultiva. 
9 de Febrero de 1948: Vencimiento del término para la presentación de exposiciones escritas según el art. 66 (2) del Estatuto.  Presentaron  exposiciones China, El Salvador, Guatemala, Honduras, India, Canadá, Estados Unidos de América, Grecia, Yugoslavia, Bélgica, Irak, Ucrania, U.R.S.S., Australia y Tailandia. 
22-24 de abril de 1948: Exposiciones orales del Secretario General de N.U., Francia, Yugoslavia, Bélgica, Checoslovaquia y Polonia. 
28 de mayo de 1948: Opinión consultiva de la Corte. 
Fuente: C.I.J. Recueil 1948, pág. 57. 
HECHOS 
En 1946 y 1947 varios Estados presentaron solicitudes para ingresar a N.U. de acuerdo con el art. 4 de la Carta.  Algunos fueron admitidos, mientras otros no lo consiguieron por faltarles la recomendación del C.S. se indicaron diversos motivos para negarles el ingreso, sea porque no cumplían con las condiciones previstas en el art. 4, o porque no mantenían relaciones diplomáticas con algunos Miembros  de la Organización, o porque habían tenido una actitud favorable a las potencias del Eje durante la Segunda Guerra Mundial.
En tales circunstancias, y para evitar el impasse, la A.G. adoptó el 17 de Noviembre de 1947 una Resolución por la que solicitó  la Opinión consultiva de la Corte. 
CUESTIONES 
Se le consultaron a la Corte las siguientes: 
1)      Un Miembro de N.U. al que se le solicita, en virtud del art. 4 de la Carta, pronunciarse mediante su voto, sea en el C.S., sea en la A.G., sobre la admisión de un Estado como Miembro, ¿Puede jurídicamente hacer depender  su consentimiento de condiciones no establecidas expresamente en el alineado 1 de dicho artículo? 
2)      En particular, si reconoce que las condiciones establecidas en el art, 4 son llenadas por el Estado aspirante, ¿Puede subordinar su voto afirmativo a la condición adicional que se admitan otros Estados a las N.U. juntamente con el Estado aspirante? 
OPINION CONSULTIVA 
La cuestión planteada consiste en saber si las condiciones enunciadas en el art. 4 parágrafo 1 de la Carta poseen o no carácter taxativo.  Es decir, se trata de un problema jurídico de interpretación de un texto convencional. 
Las condiciones prescritas en el texto citado son cinco: 1) ser un Estado; 2) ser pacífico; 3) aceptar las obligaciones de la Carta; 4) ser capaz de cumplir esas obligaciones; 5) estar dispuesto a hacerlo.  
Los términos “Podrán ser Miembros de las Naciones Unidas todos los demás Estados amantes de la paz que ...”, indican  que las condiciones distintas que las establecidas.  Por lo tanto, las condiciones enumeradas en el art. 4 parágrafo 1 deben considerarse, no sólo como necesarias, sino también como suficientes. 
No puede pretenderse que esas condiciones constituyan un mínimo indispensable, y que podrían superimponerse otras consideraciones políticas para negar la admisión de un candidato  que las llenara.  Tal interpretación sería contraria a los términos del art. 4 parágrafo 2, y conduciría a reconocer a los Estados Miembros un poder discrecional indeterminado y sin límites.  Tal poder sería incompatible con el carácter de una reglamentación que establece un estrecho vínculo entre la calidad de Miembro y la observación de principios y obligaciones de la Carta. 
La Corte considera el texto suficientemente claro por lo cual no cabe apartarse de la jurisprudencia de la C.P.J.I. según la cual no corresponde recurrir a los trabajos preparatorios si el texto de una convención es en sí mismo suficientemente claro. 
La segunda parte de la consulta se refiere a la exigencia por la que un Miembro haga depender su consentimiento para admitir un candidato a que se admitan otros candidatos. 
Sobre la base de la interpretación que la Carta da al art. 4, esa exigencia representa, evidentemente, una condición nueva, sin relación con las condiciones establecidas en dicho artículo.  Sería además totalmente incompatible con el espíritu y la letra del artículo, ya que subordinaría la admisión no a condiciones exigibles a los candidatos, sino a consideraciones extrínsecas, concernientes a otros Estados distintos que el Estado candidato. 
Por ello 
La Corte 
por 9 votos contra 6 
es de Opinión que un Miembro de Naciones Unidas que deba pronunciarse en virtud del artículo 4 de la Carta mediante su voto, sea en el C.S., sea en la A.G.,. sobre la admisión de un Estado como Miembro de la Organización, no está jurídicamente autorizado a hacer depender su consentimiento de condiciones no previstas expresamente en el parágrafo 1 de dicho artículo; 
que, en particular, un Miembro de la Organización no puede, al reconocer que las condiciones exigidas por el artículo 4 son cumplidas por el Estado candidato, subordinar su voto afirmativo a la condición que, al mismo tiempo que dicho candidato, sean admitidos otros Estados como Miembros de las Naciones Unidas. 
Opiniones individuales de los jueces Alvarez y Azevedo.  Opiniones disidentes (conjunta) de los jueces Basdevant, Winiarski, Lord McNair y Read; individuales disidentes de los jueces Zoric y Krylov.
COMPETENCIA DE LA ASAMBLEA GENERAL PARA ADMITIR A UN ESTADO COMO MIEMBRO DE LAS NACIONES UNIDAS – 

La cuestión relativa a la competencia de la Asam​blea General de las Naciones Unidas para admitir a un Estado como Miembro de las Naciones Unidas fue re​mitida a la Corte, para solicitar una opinión consultiva, por la Asamblea en su resolución de fecha 22 de no​viembre de 1949.

La pregunta estaba redactada como sigue:

“La admisión de un Estado como Miembro de las Naciones Unidas, con arreglo al párrafo 2 del Ar​tículo 4 de la Carta, ¿puede efectuarse mediante una decisión de la Asamblea General, cuando el Consejo de Seguridad no ha hecho recomendación alguna para la admisión, bien porque el candidato no ha ob​tenido la mayoría necesaria o porque un miembro permanente ha emitido un voto negativo respecto a un proyecto de resolución encaminado a hacer tal re​comendación?”

La Corte respondió negativamente a la pregunta por 12 votos contra 2. Cada uno de los dos magistrados disidentes —el Sr. Alvarez y el Sr. Azevedo— agregó a la opinión de la Corte una exposición de su opinión disidente.

En la solicitud de opinión se pide a la Corte que interprete el párrafo 2 del Artículo 4 de la Carta. Antes de examinar el fondo de la cuestión, la Corte consideró las excepciones presentadas a ese examen, ya sea ba​sándose en que carece de competencia para interpretar la Carta, o por el supuesto carácter político de la cues​tión.

Por lo que respecta a su competencia, la Corte recuer​da su opinión de 28 de mayo de 1948, en la que declaró que podía dar una opinión consultiva sobre cualquier cuestión jurídica, y que ninguna disposición le prohibía ejercer respecto al Artículo 4 de la Carta, un tratado mul​tilateral, una función interpretativa incluida en el ejerci​cio normal de sus atribuciones judiciales. Con respecto a la segunda excepción, la Corte señala que no puede atri​buir carácter político a una solicitud que, expresada en términos abstractos, la invita a realizar una tarea esen​cialmente judicial: la interpretación de una disposición de un tratado. Por consiguiente, no hay motivo alguno para que la Corte no responda a la cuestión que le ha planteado la Asamblea.

Esa cuestión se refiere solamente al caso en el cual el Consejo de Seguridad, habiendo votado respecto a una recomendación, haya sacado de su votación la con​clusión de que la recomendación no queda aprobada por no haber obtenido la mayoría requerida o por el voto negativo de un miembro permanente del Consejo. Se refiere, pues, al caso en que la Asamblea se enfrenta a la falta de una recomendación del Consejo. No se trata de determinar las normas que rigen el procedi​miento de votación del Consejo, ni de determinar si el voto negativo de un miembro permanente del Consejo basta para rechazar una recomendación que haya obte​nido siete o más votos. El texto mismo de la pregunta implica en ese caso la inexistencia de una recomenda​ción.

La pregunta es, por tanto, si, a falta de una recomen​dación del Consejo, la Asamblea puede adoptar la deci​sión de admitir a un Estado.

La Corte no tiene duda alguna respecto al sentido de la disposición pertinente, el párrafo 2 del Artículo 4 de la Carta. Dos cosas se requieren para la admisión: una recomendación del Consejo y una decisión de la Asam​blea. El empleo en el Artículo de la expresión “a reco- mendación,, implica la idea de que la recomendación es la base de la decisión. Ambos actos son indispensa​bles para formar el “juicio” de la Organización (párra​fo 1 del Artículo 4), siendo la recomendación la condi​ción previa de la decisión mediante la cual se efectúa la admisión.

Se ha pretendido atribuir un significado diferente a esa cláusula, invocando los trabajos preparatorios. Sin embargo, el primer deber de un tribunal llamado a in​terpretar un texto es esforzarse por dar efectividad a las palabras utilizadas en el contexto en que aparecen, atribuyéndoles su sentido natural y ordinario. En el presente caso, es fácil determinar el sentido natural y ordinario de los términos pertinentes, así como darles efectividad. Teniendo en cuenta esas consideraciones, la Corte considera que no es permisible recurrir a los trabajos preparatorios.

Las conclusiones a que llega la Corte al examinar el párrafo 2 del Artículo 4 son confirmadas por la estructura de la Carta, y en particular por las relacio​nes establecidas entre la Asamblea General y el Con​sejo de Seguridad. Ambos son órganos principales de las Naciones Unidas, y el Consejo no está en una posición subordinada. Además, los órganos a los que el Artículo 4 confía la decisión de la Organización en materia de admisión han reconocido constante​mente que la admisión sólo puede concederse sobre la base de una recomendación del Consejo. Si la Asamblea pudiera admitir a un Estado en ausencia de una recomendación del Consejo, se privaría a éste de un papel importante en el ejercicio de una de las funciones esenciales de la Organización. Y tampoco se puede admitir que la falta de una recomendación es equivalente a una “recomendación desfavorable”, sobre la cual la Asamblea General podría basar la decisión de admitir a un Estado.

Manteniéndose dentro de los límites de la solicitud de opinión, le bastaba a la Corte decir que en ninguna parte ha recibido la Asamblea la facultad de cambiar, hasta el punto de invertirlo, el sentido de una votación del Consejo. En consecuencia, es imposible admitir que la Asamblea esté facultada para atribuir a una votación del Consejo de Seguridad el carácter de una recomendación, cuando el propio Consejo haya considerado que no se ha adoptado recomendación alguna.

Esas fueron las razones por las que la Corte respondió negativamente a la cuestión que le había planteado la Asamblea General.
                                                                                            CAPITULO II

Competencia de la Corte
Artículo 34

1. Sólo los Estados podrán ser partes en casos ante la Corte.

2. Sujeta a su propio Reglamento y de conformidad con el mismo, la Corte podrá solicitar de organizaciones internacionales públicas información relativa a casos que se litiguen ante la Corte, y recibirá la información que dichas organizaciones envíen a iniciativa propia.

3. Cuando en un caso que se litigue ante la Corte se discuta la interpretación del instrumento constitutivo de una organización internacional pública, o de una convención internacional concertada en virtud del mismo, el Secretario lo comunicará a la respectiva organización internacional pública y le enviará copias de todo el expediente.

Artículo 35

1. La Corte estará abierta a los Estados partes en este Estatuto.

2. Las condiciones bajo las cuales la Corte estará abierta a otros Estados serán fijadas por el Consejo de Seguridad con sujeción a las disposiciones especiales de los tratados vigentes, pero tales condiciones no podrán en manera alguna colocar a las partes en situación de desigualdad ante la Corte.

3. Cuando un Estado que no es Miembro de las Naciones Unidas sea parte en un negocio, la Corte fijará la cantidad con que dicha parte debe contribuir a los gastos de la Corte. Esta disposición no es aplicable cuando dicho Estado contribuye a los gastos de la Corte.

Artículo 36

1. La competencia de la Corte se extiende a todos los litigios que las partes le sometan y a todos los asuntos especialmente previstos en la Carta de las Naciones Unidas o en los tratados y convenciones vigentes.

2. Los Estados partes en el presente Estatuto podrán declarar en cualquier momento que reconocen como obligatoria ipso facto y sin convenio especial, respecto a cualquier otro Estado que acepte la misma obligación, la jurisdicción de la Corte en todas las controversias de orden jurídico que versen sobre:

a) la interpretación de un tratado;

b) cualquier cuestión de derecho internacional;

c) la existencia de todo hecho que, si fuere establecido, constituiría violación de una obligación internacional;

d) la naturaleza o extensión de la reparación que ha de hacerse por el quebrantamiento de una obligación internacional.

3. La declaración a que se refiere este Artículo podrá hacerse incondicionalmente o bajo condición de reciprocidad por parte de varios o determinados Estados, o por determinado tiempo.

4. Estas declaraciones serán remitidas para su depósito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá copias de ellas a las partes en este Estatuto y al Secretario de la Corte.

5. Las declaraciones hechas de acuerdo con el Artículo 36 del Estatuto de la Corte Permanente de Justicia Internacional que estén aún vigentes, serán consideradas, respecto de las partes en el presente Estatuto, como aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional de Justicia por el periodo que aún les quede de vigencia y conforme a los términos de dichas declaraciones.

6. En caso de disputa en cuanto a si la Corte tiene o no jurisdicción, la Corte decidirá.

Artículo 37

Cuando un tratado o convención vigente disponga que un asunto sea sometido a una jurisdicción que debía instituir la Sociedad de las Naciones, o a la Corte Permanente de Justicia Internacional, dicho asunto, por lo que respecta a las partes en este Estatuto, será sometido a la Corte Internacional de Justicia.

Artículo 38

1. La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional las controversias que le sean sometidas, deberá aplicar:

a) las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen reglas expresamente reconocidas por los Estados litigantes;

b) la costumbre internacional como prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho;

c) los principios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas;

d) las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las distintas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 59.

2. La presente disposición no restringe la facultad de la Corte para decidir un litigio ex aequo et bono, si las partes así lo convinieren.

Principios y Propósitos
Es el instrumento más acabado para mantener la paz internacional, aunque sólo funcione a veces. El diseño, que se hizo en los 40, hoy ya no sirve y debe modificarse. El Consejo de Seguridad no representa ya la estructura de la sociedad internacional.

Es de carácter universal, a pesar de que sólo la creaban 51 estados, y no es la comunidad internacional. Sus antecedentes remotos los encontramos en el pacto de la Sociedad de Naciones, tras la I GM, que no consiguió aglutinar a los principales estados. 
En la II GM, los que se veían ya vencedores comenzaron a pensar en un órgano que vigilara la paz. Serán importantes la Declaración de los Aliados (12-VI-41) y la Carta del Atlántico. 
Había unos principios que se unirán a la Declaración de Moscú (USA, GB, URSS y China) el 30 de octubre de 1943, pero requerirán un desarrollo por escrito. Así, aparecerá Dumbarton Oacks, donde se gestará el texto articulado.
Así se llegó a incorporar todo el régimen de la futura ONU excepto el derecho de veto, que se finiquitará en Yalta. La Conferencia de San Francisco adopta ya el texto del tratado el 26-VI-45. La ONU se pondría en marcha en el 46, fijando su sede en San Francisco, con una composición de 50 estados a los que no tardó en sumarse Polonia.
Tiene una serie de principios y propósitos expuestos en la famosa Carta de las naciones Unidas; aunque el objetivo último es el mantenimiento de la paz internacional:
  - Propósito de mantenimiento para crear los instrumentos necesarios para actuar en los conflictos, aunque pocas veces lo ha conseguido.
  - Propósito de acción estructural de pacificación. Modificar la estructura de la sociedad internacional crear un marco de cooperación y acercamiento de los estados.
  - Propósito de cooperación al desarrollo como instrumento de pacificación. Que los estados armonicen sus esfuerzos para conseguir estos objetivos.
Hay también unos principios, junto a estos propósitos, que veremos en lecciones venideras.
Se trataba, con la ONU, de crear un marco de estabilidad para la sociedad internacional. Cómo se puede acceder a ella:
Agrupa a 185 estados, casi todos los que existen en el mundo, y se distingue entre miembros originarios y miembros admitidos. 

Los originarios son los estados que participaron en la elaboración de la Carta de San Francisco, que son 50 más Polonia. 

Admitidos son el resto, que ingresaron en la organización mediante el procedimiento de la carta, que supone cumplir varios requisitos:
Que sea un Estado, con sus elementos constitutivos:
El criterio de la independencia ha llevado a excluir algunos como Austria, que no tenía estatuto de independencia. Pero uno no puede ser rígido con la independencia. Ante cualquier situación de creación de un nuevo Estado, lo primero que éste hace es solicitar su admisión en la ONU, pues ser admitido en la organización es bueno para terminar con las discusiones sobre la existencia o no del nuevo Estado. Por eso, quizá la Onu se precipitó al admitir a Bosnia Herzegovina. Ser admitido en la ONU no quiere decir que todos los estados admiten al nuevo, sólo que la organización lo admite.

Que sea un Estado amante de la paz:
En los primeros años de la ONU, un Estado amante de la paz era aquel que había luchado contra el fascismo. Durante 10 años (hasta 1955), la organización casi no incrementó sus miembros por eso. Después se pensó que era aquel que nunca tenía conflictos. Hoy en día, este requisito carece de significado.
Que acepte las obligaciones contenidas en la Carta de las Naciones Unidas:
Esto no tiene sentido ya que siempre hay que aceptar las obligaciones de un tratado. En la práctica, se piden declaraciones expresas sobre su aceptación de obligaciones.
Que se trate de un Estado capacitado para cumplir esas obligaciones:
Esto es algo muy subjetivo.
Que esté dispuesto a cumplir esas obligaciones:
También muy subjetivo.
Durante muchos años la URSS pidió otro requisito que no estaba en la Carta:
Se admitirá un nuevo Estado en la organización cuando otros estados sean admitidos.
Aunque no estaba aceptado este requisito, en la práctica funcionó (la Guerra Fría).
Procedimiento para admitir a un nuevo miembro en la ONU
La Asamblea Internacional decide, a recomendación del Consejo de Seguridad. Rusia ocupó el lugar de la URSS sin volver a ser admitido. Mónaco y Andorra son miembros de la ONU desde 1993, así como Macedonia.

¿Cómo se puede perder el estatuto de miembro de la ONU?
De forma prevista en la Carta: expulsión que decide la Asamblea Internacional a recomendación del Consejo de Seguridad (la recomendación no es vinculante, pero sí preceptiva). Se puede usar el derecho de veto para la admisión o expulsión de un Estado miembro.
También existe la retirada voluntaria, que no está prevista en la Carta y puede suceder de facto. Indonesia se retiró durante 18 meses porque Malasia entró en el Cansejo de Seguridad. Después volvió.
Órganos de la ONU.
Principales:
Aquellos que son autónomos en relación con otros. La Asamblea General, el Consejo de Seguridad, el Tribunal de Justicia, el Consejo Económico y Social de la ONU, el Secretario General, etc.
Subsidiarios:

Las comisiones, comités, etc. porque dependen de los órganos principales y son creados por ellos. 

la asamblea general.-

· la carta asigna a la asamblea general  las funciones y los poderes siguientes.-

1. considerar los principios de la COOPERACIÓN en el mantenimiento de la paz  y la SEGURIDAD INTERNACIONAL , incluso los principios que rigen el desarme  y la REGULACIÓN de los armamentos y hacer RECOMENDACIONES al respecto.-

2. discutir toda cuestion relativa a la paz y la SEGURIDAD INTERNACIONAL  y salvo en caso que el consejo de SEGURIDAD  este examinado  una CONTROVERSIA o SITUACIÓN , hace RECOMENDACIONES al respecto.-
3. tratar  con la misma SALVEDAD , hacer RECOMENDACIONES sobre  cualquier cuestion en los limites  de la carta o que afecte  a los poderes o las funciones de cualquier organo  de las naciones unidas.-
4. promover estudios y hacer  RECOMENDACIONES para fomentar  la COOPERACIÓN POLÍTICA INTERNACIONAL impulsar el derecho INTERNACIONAL y su CODIFICACIÓN  ayudar a hacer efectivos los derechos humanos  y las libertades fundamentales de todos  y fomentar la COOPERACIÓN INTERNACIONAL  en materias de carácter economico  social, cultural  educativo y sanitario.

Asamblea General de la ONU

(AGNU) Se compone de estados, no de parlamentarios. Se caracteriza por tener una competencia general. La componen todos los estados miembros con cinco representantes y cinco suplentes cada uno. Son casi 1.000 representantes. Su funcionamiento no es permanente. Tiene una sesión ordinaria al año el tercer martes de septiembre. Puede reunirse también en sesiones extraordinarias, ante casos o conflictos concretos. Toma las decisiones por mayoría de miembros o de 2/3. Si es una cuestión importante, se decidirá por mayoría de 2/3 y si es menos importante, por mayoría simple.
Competencias: No tiene poder normativo (de dictar normas). Cualquier resolución de la AGNU es recomendación, aunque sea por mayoría de 2/3. En la práctica, estas recomendaciones pueden llegar a tener el valor de norma.
La AGNU se organiza en pleno y en comisiones con una competencia general y varias específicas.
Poder general de discusión sobre cualquier cuestión.
Específicas: decidir la expulsión de miembros, participar en el nombramiento de jueces del tribunal, participar en la edmisión de miembros no permanentes, etc.
Consejo de Seguridad de la ONU
Órgano capital en el funcionamiento de la organización. Su misión principal está vinculada a mantener la paz y la seguridad. Sería el Ejecutivo de la ONU y no se compone de todos los miembros; sólo 15: 5 permanentes y 10 no permanentes que se eligen cada dos años. La AGNU tiene en cuenta un criterio de seguridad geográfica. Tiene que haber 5 para Asia y África, 1 para Europa oriental, 2 para América Latina y otros 2 para Europa Occidental y otros.

Funcionamiento:
Se prevé que funcione de forma permanente para lo que cada Estado del Consejo de Seguridad tiene que tener un representante en la sede de Nueva York.
Votaciones:
Se decide siempre con voto de nueve miembros. Dos grupos de materias:
- Cuestiones de procedimiento. Basta con que voten 9 estados y no hay veto.
- Cuestiones de no procedimiento. Votación de 9 estados y puede producirse el veto.
En ocasiones, se utilizaba el doble veto; primero se votaba para ver si la cuestión era de procedimiento. Si uno vetaba, se debía votar como cuestión de no procedimiento y ese país volvía a vetar. Esto ha hecho que esta organización esté petrificada; no hay voluntad política de los estados.
Durante estos años, se han ido ideando procedimientos para disminuir el abuso del veto. Aunque no estaba escrito, se dijo que sólo habría veto cuando se votaba en contra. La abstención y la no asistencia no se consideraban veto. Luego se utilizó un sistema de decisiones presidenciales; se trata de no votar. El propio presidente del Consejo extrae unas conclusiones después de la discusión. Si los estados están de acuerdo, no se vota. Esto no evita el veto. Otro sistema es que el estado miembro que forma parte en una controversia no tenga que abstenerse.
Competencias:
Funciones de investigación para analizar controversias concretas para ver si hay un riesgo para la paz y seguridad internacionales. 
Determinar, mediante una declaración, que hay una situación de amenaza o quebranto.
Adopción de medidas para hacer frente a esa situación. Pueden ser medidas de fuerza (ejemplo: conflicto de Kuwait).
Poder para proponer a los estados un programa para el control de armamentos.
Admisión de miembros.
Expulsión de miembros.
Nombramiento de jueces del Tribunal Internacional de Justicia.
 Tribunal Internacional de Justicia (TIJ)
Tiene su sede en La Haya. Es un órgano judicial de la sociedad internacional. Se admite la posibilidad de que un Estado no sea miembros de la ONU pero acepte el estatuto del TIJ. 
Ser miembro de la ONU y aceptar su estatuto no quiere decir que nos puedan demandar. Un Estado sólo está vinculado por aquello que acepta. Si no acepta la competencia del TIJ, no está vinculado. 
Ejemplo: Fletán. Canadá no reconoció las competencias del TIJ en cuestiones de pesca. España sí las reconoció.
Competencias: Hay dos tipos:
Contenciosas: Resolver competencias entre estados.

Consultivas:  Pedir que el TIJ emita un dictamen en relación a un asunto.
Composición:
15 jueces que se eligen por 9 años y son reelegibles. Los cambios en la composición no son de golpe, sino que cada tres años se cambian 5. La Asamblea y el Consejo se reúnen separadamente y deben dar ambos una votación a favor del nuevo juez. Se busca que estén representados todos los sistemas mundiales (jueces continentales, anglosajones, etc.).
Secretario General
El secretario general de la ONU es la cabeza visible de la Secretaría de la organización (el órgano administrativo internacional más importante por su gran envergadura). El secretario general, por su carisma, ha asumido funciones políticas. Se elige por cinco años, prorrogables por la AGNU y es el encargado de elegir el personal de la Secretaría. Tiene dos tipos de funciones:
Carácter técnico-administrativo:

Desde el punto de vista económico, es quien prepara el proyecto de presupuesto y tiene el control del gasto de la organización. Ser secretario, además, implica estr en todas las reuniones. Tiene funciones asesoras, como la preparación de estudios, técnico.jurídicas, como ser el depositario de los tratados, y de coordinación de trabajos entre los órganos. En la variante técnico jurídica, prepara un informe sobre la labor de la organización. También desempeña funciones representativas de la organización en el exterior o en un juicio. 
Carácter político-diplomático:

Acude al conflicto, dialoga con las partes e intenta buscar una solución válida para todos. Funciones ejecutivas: cuando se crean los cascos azules, están bajo el control del secreario, aunque a veces están bajo el mando de un sólo país si lo decide la organización.
Valoración Final
Es una organización que necesita una remodelación. Problemas cotidianos que existen y para los que no es fácil una solución:
La ONU tendría que ver reforzado su poder. Problema; cada Estado es un voto, aunque su territorio o su población sean pequeños. La ONU tiene un déficit presupuestario crónico, puesto que 20 estados asumen el 90% del gasto. España es el 8º contribuyente neto. Si esta situación se perpetúa, los que pagan querrán el poder.
Hay que reformar el Consejo de Seguridad porque estaba hecho para la sociedad internacional de la Guerra Fría. No representa a los africanos, ni a los sudamericanos y a pocos asiáticos.
La financiación de las sanciones económicas. Hay terceros estados que sufren perjuicios por las sanciones a otros estados y por eso votan en contra de las sanciones económicas y vetan la resolución del Consejo.
Enviar contingentes armados, cascos azules, cuesta mucho. Se tendrían que mantener con el presupuesto de la organización.
Todo ello está vinculado a un problema de deuda de los países miembros.
El déficit supera los 2.000 millones de pesetas y el presupuesto anual son 9.000 millones. Hay un gran deudor de 1.500 millones que es USA. A fin de cuentas, lo que hay que pagar, no se paga a tiempo.

III. COMPETENCIA DE LA CORTE

La Corte ejerce sus funciones  en dos áreas: la  competencia consultiva y la competencia contenciosa. La diferencia entre ambas competencias a sido claramente precisada a través de diferentes opiniones consultivas emitidas por este órgano jurisdiccional.  Así sobre su competencia contenciosa, se llegó a establecer que la Corte es ante todo y principalmente una institución judicial autónoma que goza de  autoridad  para decidir cualquier caso contencioso relativo a la interpretación y aplicación de la Convención, y para disponer que se garantice a la víctima de la violación de un derecho o libertad protegidos por esta, el goce del derecho o libertad conculcados
. Las sentencias dictadas en ejercicio de la competencia contenciosa surten efectos vinculantes para los estados en litigio.

Por su parte, la competencia consultiva se refiere a la interpretación de la Convención Americana o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos, con el fin de coadyuvar al cumplimiento de las obligaciones internacionales de los Estados americanos en lo que concierne a la protección de los derechos humanos, así como al cumplimiento de las funciones que en este ámbito tienen atribuidas los distintos órganos de la OEA
.

En su opinión OC-15/97
 la Corte estableció otra diferencia entre ambas competencias determinando que en el procedimiento consultivo no existen “partes” involucradas en el procedimiento, y no existe tampoco litigio a resolver. Es decir que el ejercicio de la función consultiva es de carácter multilateral y no litigioso, lo cual se refleja en el Reglamento de la Corte, cuyo articulo 62.1 establece que una solicitud de opinión consultiva será notificada a todos los “Estados Miembros” los cuales pueden presentar sus observaciones sobre la solicitud y participar en las audiencias públicas respecto de la misma. En conclusión la Corte a determinado que la interpretación de la Convención Americana y de cualesquiera “otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados americanos” orienta a todos los Estados Miembros de la OEA, así como a los órganos principales del sistema interamericano de protección de derechos humanos, sobre cuestiones jurídicas relevantes, y constituye la interpretación autorizada sobre el contenido de la Convención y de esos otros instrumentos sobre derechos humanos. El texto de los tratados más la doctrina desarrollada por las opiniones consultivas y las sentencias integran el derecho aplicable bajo el Sistema.
 

  La competencia consultiva puede ser promovida por todos los estados miembros de la OEA. Y órganos principales de esta
, esta facultad de accionar establece una clara distinción entre las competencias consultiva y contenciosa
. Cabe destacar que durante el proceso consultivo, no intervienen solo los órganos con capacidad de promoverla, sino que también pueden participar personas individuales o en representación de alguna entidad nacional o internacional
 . Esto es muy importante, pues en criterio del Presidente de la Corte, juez Cançado Trindade, esta posibilidad revela el acceso de toda persona a la jurisdicción internacional en el sistema interamericano de protección, en el marco de los procedimientos consultivos bajo la Convención Americana; y demuestra el carácter de ordre public de dichos procedimientos
.   

III.1 COMPETENCIA CONSULTIVA

La competencia consultiva
 faculta a la Corte a interpretar la Convención Americana u otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos. La Corte misma ha interpretado  que la expresión ”otros tratados”, en su opinión consultiva OC-1/82
  se refiere a toda disposición concerniente a la protección de los derechos humanos de cualquier tratado o convención internacional, con independencia de s si es éste bilateral o multilateral, del cuál  sea su objeto principal o de que sean o puedan ser partes en él Estados ajenos al sistema interamericano.

En la opinión OC-10/89
 la Corte resolvió que también tiene facultad para interpretar la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, dentro del marco y los límites de su competencia en relación con la Carta y la Convención u otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos.

Por su parte en la OC-3/83
 la Corte declaró que también tiene la facultad de interpretar el contenido mismo de un tratado o de las reservas interpuestas a éste,  determinando que, aún cuando en relación con un tratado como la Convención Americana no son plenamente aplicables las disposiciones relativas a la reciprocidad en materia de reservas, puede concluirse que éstas se integran al tratado mismo, de tal manera que no es posible interpretar el tratado cabalmente, respecto del Estado reservante, sin interpretar la reserva misma. En consecuencia  la Corte estableció que la facultad que le otorga el artículo 64 de la Convención, en el sentido de emitir opiniones consultivas sobre la interpretación de la Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados americanos, incluye igualmente la competencia para emitir dichos dictámenes respecto de las reservas que puedan haberse formulado a esos instrumentos. 

En relación con la opinión que la Corte puede rendir  sobre la compatibilidad de una ley interna con la Convención u otro tratado internacional, ésta puede ser emitida en tanto la consulta sea solicitada por el Estado respecto de cuya legislación se trate la consulta. A pesar de que la Convención en su artículo 64.2 se refiere a la posibilidad de consultar la compatibilidad de una ley interna con la Convención,  la Corte ha aceptado consultas sobre proyectos de reforma constitucional o legislativa que evidentemente no han entrado en vigor, y no son una “ley” en sentido estricto.  

Para  fundamentar esta decisión la Corte ha establecido que cualquier intento por entender el significado del artículo 64.2 en el sentido de que se refiere solamente a leyes vigentes, esto es, a leyes cuyo proceso de formación se haya perfeccionado, tendría como consecuencia que los Estados no podrían solicitar, según esa disposición, opiniones consultivas de la Corte sobre proyectos legislativos. Los Estados estarían, así, obligados a cumplir todo el procedimiento de derecho interno para la formación de las leyes, antes de poder solicitar la opinión de la Corte sobre su compatibilidad con la Convención u otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados americanos
. Asimismo la Corte recordó que la jurisdicción consultiva fue  establecida como un servicio que la Corte está en capacidad de prestar a todos los integrantes del sistema interamericano, con el propósito de coadyuvar al cumplimiento de sus compromisos internacionales referentes a derechos humanos
, por lo que el hecho de abstenerse de atender la solicitud de un Gobierno bajo el argumento de  que se trata de " proyectos de ley" y no de leyes formadas y en vigor, podría, en algunos casos, equivale a forzar a dicho Gobierno a la violación de la Convención, mediante la adopción formal y posiblemente la aplicación de la medida legislativa, para luego acudir a la Corte en busca de la opinión. Este criterio no ayuda a " dar efecto " a la norma, es decir, no ayuda a la protección de los derechos y libertades fundamentales de los seres humanos
. Creemos nosotros, esa tesis rechazada por la Corte, tampoco fomentaría la obligación de los Estados de adaptar el derecho interno a los contenidos de la Convención, estipulada por los artículos 1 y 2 de la Convención. Por ello, la función consultiva preventiva en el caso de proyectos de reforma a la constitución o  a las leyes de un país del sistema, es un importante instrumento de desarrollo del derecho del Sistema Interamericano, y de contención de violaciones producidas por las normas internas de los miembros. Debemos recordar que para el Derecho Internacional, la responsabilidad surge de cualquier acto del Estado en su condición de sujeto o persona jurídica internacional, independientemente del órgano interno al que se atribuye el hecho. 

En el mismo sentido la Corte ha dejado claro que no está en la obligación de ejercer su competencia consultiva para examinar proyectos de ley,  ello, para evitar que una consulta ante este órgano sea utilizada como un instrumento de debate político o que  influya  en el proceso legislativo interno.  Por ello la Corte estableció que para admitir este tipo de consulta, debe analizar si el fin de la misma es ayudar al Estado solicitante a cumplir mejor sus obligaciones internacionales
.

Por otra parte, la Corte ha sido muy clara al determinar que tampoco ejercerá su competencia consultiva, si  la  respuesta a una Opinión Consultiva solicitada por una Estado,  puede operar como la solución anticipada y encubierta de otros asuntos que se litigan ante la Corte, y sin que las víctimas tengan la oportunidad de participar en el proceso. En opinión de la Corte, la solución subrepticia y anticipada de un caso contencioso por la vía de las opiniones consultivas, constituye una grave distorsión del sistema de la Convención que fue diseñado para proteger a los titulares de los derechos -las personas-, de manera que no es compatible el ejercicio simultáneo de la competencia consultiva de la Corte, y de la competencia contenciosa sobre el mismo punto jurídico. 
 Podemos agregar que el diferente objeto de los procesos hace incompatible su confusión o consolidación de hecho en uno, puesto que el proceso consultivo propende al desarrollo jurídico del sistema y por ello la resolución produce efectos generales no vinculantes de inmediato, en tanto el proceso contencioso propende  hacia la resolución de un caso concreto –juris-dictio inter partes- y la sentencia produce efectos particulares y vinculantes para los litigantes ( aún cuando en materia de interpretación del derecho internacional, también la sentencia produce efectos sistemáticos.) La ausencia de la Comisión y de las víctimas facilitaría la situación jurídica de un Estado que considera comprometida su posición en el proceso contencioso, para lo que eleva ante la Corte una consulta sobre un punto jurídico debatido en el juicio jurisdiccional. La opinión consultiva de la Corte prejuzgaría sobre el caso contencioso, constituiría una victoria anticipada a favor del Estado.

Sobre el tema la  Corte ha señalado que aunque las Opiniones Consultivas no tengan el carácter vinculante de una sentencia en un caso contencioso, tiene, efectos jurídicos innegables
, sobre todo como medio de interpretación autorizada de la Convención y de los otros instrumentos del sistema. Desde nuestro punto de vista, cabe señalar que el Art. 64.1 de la Convención hace referencia sobre la facultad de la Corte  de ser consultada para que interprete la Convención u otros tratados, por lo que el dictamen emanado del Tribunal, reúne las características de certeza y finalidad, este dictamen, más que una opinión, tiene carácter vinculante al menos para el país que la solicita, pues emana del órgano judicial encargado de interpretar la Convención.  Por su parte, el  inciso 2 de ese mismo artículo, faculta a la Corte a emitir opiniones sobre compatibilidad de la legislación interna con las obligaciones internacionales asumidas por el Estado en materia de derechos humanos. Estas opiniones también tienen un efecto jurídico importante, ya que de acuerdo con el Art. 2 de la Convención, los Estados tienen la obligación de ajustar su legislación interna para hacer efectivos los derechos y libertades consagrados en la Convención. 

Este tribunal opera como una especie de tribunal constitucional que se encarga de interpretar la Convención u otros tratados en materia de derechos humanos y, a requerimiento de los Estados,  está encargado de pronunciarse sobre  la medida en que se ajusta la legislación nacional a las obligaciones internacionales asumidas por los Estados, en materia de derechos humanos
. Pese al carácter de norma no escrita del sistema, la opinión consultiva rendida por la Corte, de naturaleza declarativa, no tiene el efecto de anular la norma constitucional o la ley o norma interna que se considera contraria a la Convención, pero este efecto anulatorio puede ser dictado por los tribunales constitucionales de los países miembros. Por ejemplo, la opinión consultiva sobre la colegiación obligatoria rendida a solicitud de Costa Rica 
, fue considerada por la Sala Constitucional de a Corte Suprema de ese país como una sentencia con carácter vinculante para Costa Rica, en su calidad de estado solicitante, y por el hecho de que las sentencias dictadas por la Corte se integran al texto de la Convención. Con los mismos argumentos sustantivos de la Corte, la Sala Constitucional dictó la anulación por causa de inconstitucionalidad de la ley del Colegio de Periodistas que exigía la colegiación obligatoria.
Vemos con claridad que la conjunción de las opiniones consultivas dictadas por la Corte (o bien de las sentencias contenciosas vinculantes) y las sentencias dictadas por los tribunales constitucionales de los países del sistema, producen el efecto anulatorio y vinculante de las normas o actos causantes de la violación a los derechos humanos protegidos por la Convención.

No tiene tanta importancia, entonces, la ausencia de efecto vinculante inmediato de las opiniones consultivas, si ese efecto puede ser causado por la jurisdicción constitucional local, en tanto se consideran las opiniones consultivas parte del derecho de la Convención aplicable a los casos internos. En consecuencia, el efecto simplemente declarativo de las opiniones consultivas, se vería transformado en un efecto anulatorio por acción de los remedios jurisdiccionales internos.

Lo mismo puede decirse de esta relación entre la jurisdicción internacional y la nacional, respecto de la competencia contenciosa, como se analizará en la sección siguiente.

III.2 COMPETENCIA CONTENCIOSA

Como señalamos anteriormente la competencia contenciosa de la Corte
 versa sobre casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención, aunque en algunas disposiciones de la misma Convención  se amplía el ámbito de aplicación en lo que se refiere al derecho aplicable.
 

Cabe aclarar que el procedimiento ante la Corte no debe confundirse con un procedimiento penal internacional, ya que los Estados no comparecen ante ella como sujetos pasivos de la acción penal, y por otra parte el Derecho de los derechos humanos no tiene por objeto imponer penas a  personas culpables de violaciones, sino amparar a las víctimas y disponer la reparación de los daños causados.

Para que la Corte pueda conocer de un caso debe de verificar antes de iniciarlo si es competente para ello y si se han cumplido las condiciones de admisibilidad, fundamentalmente si se ha agotado el procedimiento ante la Comisión.

Son cuatro los criterios aplicados por la Corte para determinar su propia competencia. :  competencia RATIONE PERSONAE;  RATIONE MATERIAE;   RATIONE LOCI y por RATIONE TEMPORIS.

Describiremos brevemente cada uno.

III.2.a.)  COMPETENCIA RATIONE PERSONAE

Bajo el criterio ratione personae o  competencia por razón de la persona, la Corte debe examinar la capacidad del Estado demandado como de la víctima. 

Competencia por razón del demandado

Con relación al Estado demandado, éste debe de haber aceptado como obligatoria y de pleno derecho  la competencia contenciosa de la Corte.  Esta aceptación puede ser incondicional o bajo condición de reciprocidad en el caso que el demandante sea otro Estado. Con relación a su eficacia, la aceptación puede ser otorgada darse por un plazo determinado o por tiempo indefinido y puede establecerse para casos específicos. A la fecha, 20 Estados han reconocido la competencia contenciosa de la Corte, seis de los cuales han hecho una declaración expresa de estar el reconocimiento  limitado   a discutir   casos acaecidos con posterioridad a la fecha de ratificación
. 

La Comisión puede invitar a un Estado, que aun no lo ha hecho, a que acepte la competencia contenciosa de la Corte para dirimir un caso en particular, y en algunas oportunidades la Comisión lo ha hecho,
 pero cabe destacar que hasta la fecha sólo un Estado ha aceptado la competencia de la Corte para un caso determinado a solicitud de la Comisión. 

Sobre el reconocimiento expreso a la competencia contenciosa de la Corte y su eventual denuncia, es importante hacer notar que Trinidad y Tobago denunció la Convención Americana el 26 de mayo de 1998, y por ende el reconocimiento a la competencia contenciosa de la Corte, por lo que de acuerdo al artículo 78 de la Convención la denuncia produjo efecto un año después de presentada ante el Secretario General. Sin embargo cuando un Estado denuncia la Convención, dicha denuncia no tiene por efecto desligar al Estado Parte de las obligaciones contenidas en la Convención en lo que concierne a todo hecho que, pudiendo constituir una violación de esas obligaciones, haya sido cometido por este con anterioridad a la fecha en la cual la denuncia produce efecto.

Sobre el pretendido “retiro” de la jurisdicción contenciosa de la Corte por parte de Perú
, la Comisión determinó
 que: “las normas del sistema interamericano de derechos humanos, así como las del derecho internacional, indican que el “retiro” intentado por el Perú debe considerase invalido desde el punto de vista jurídico y carente de todo efecto. Nuestro sistema regional prevé solo un procedimiento que permite a un Estado parte rescindir, renunciar o retirase de las obligaciones basadas en la Convención que ha asumido a saber, el establecido en el artículo 78ª los efectos de la denuncia del tratado en conjunto, siempre que se cumplan los requisitos pertinentes.  El texto no prevé ningún procedimiento alternativo.  La interpretación de este texto conforme a las normas del derecho internacional de los derechos humanos y el objeto y finalidad de la Convención lleva a la Comisión a declarar que no existe base jurídica que respalde el supuesto “retiro” por parte del Perú, del reconocimiento incondicional de la competencia que ha realizado…”

Por su parte el 24 de septiembre de 1999 la Corte Interamericana emitió dos sentencias sobre su competencia en los casos Ivcher Bronstein y Tribunal Constitucional, la Corte entre otras hizo las siguientes consideraciones:

 “La cuestión del pretendido retiro, por parte del  Perú, de la declaración de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte y de los efectos jurídicos del mismo, debe ser resuelta por este Tribunal.  La Corte Interamericana tiene el poder inherente de determinar el alcance de su propia competencia…

Una objeción o cualquier otro acto interpuesto por el Estado con el propósito de afectarla competencia de la Corte es inocuo, pues en cualquiera circunstancia la Corte retiene la compétence de la compétence, por ser maestra de su jurisdicción….

Por las razones anteriores la Corte considera que es inadmisible el pretendido retiro por el Perú de la declaración de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte con efectos inmediatos, así como cualesquiera consecuencias que se busque derivar de dicho retiro, entre ellas, la devolución de la demanda, que resulta irrelevante.”

Afortunadamente en el caso peruano, el 18 de enero de 2001, el parlamento de dicho país, emitió una Resolución Legislativa No. 27401, donde derogó la Resolución Legislativa No 27152, donde el Perú retiraba su declaración de reconocimiento de la cláusula facultativa de sometimiento a la competencia contenciosa de la Corte y encargó al Poder Ejecutivo que realizara todas las acciones necesarias para dejar sin efecto los resultados que hubiera generado dicha resolución, restableciéndose a plenitud para el Estado peruano la Competencia Contenciosa de la Corte Interamericana. La decisión adoptada por el Estado de Perú se enmarca dentro de lo previsto por la Convención Americana y de lo decidió por la propia Corte en sus sentencias de competencia en los caso Ivcher Bronstein y Tribunal Constitucional.

Competencia por razón del actor

Podrán presentar una demanda ante la Corte, únicamente la Comisión y los Estados partes.
  La Comisión actúa no exactamente como un agente del peticionario, sino que ejerce una clara función auxiliar de la justicia, a manera de ministerio público del Sistema Interamericano.

En relación con los Estados partes que están facultados para introducir un caso ante la Corte, éstos, según el articulo 61.2 de la Convención, deben agotar los procedimientos ante la Comisión.  Por su parte, el articulo 45 de la Convención establece que sólo los Estados que han aceptado recíprocamente la competencia de la Comisión, podrán presentar peticiones ante ese órgano.  Es decir que para que un Estado pueda demandar a otro Estado  ante la Corte, ambos  deben haber aceptado previamente la competencia de la Comisión y agotado el procedimiento previsto en ese órgano.  En nuestra opinión no es necesario que el Estado demandante haya reconocido con anterioridad la competencia contenciosa de la Corte, sino que basta que la reconozca en declaración especial para ese caso, lo que sí es requisito indispensable es que el Estado demandado no haya aceptado la competencia de la Corte bajo condición de reciprocidad
.

Cabe destacar que hasta el momento ningún Estado a demandado a otro Estado ante la Corte Interamericana, sin embargo, se dio el caso de un Estado que presentó una denuncia en su contra.  Efectivamente, Costa Rica intentó someter el Asunto Viviana Gallardo y Otras, directamente ante la Corte, por la muerte de Gallardo y las lesiones sufridas por sus compañeras de celda,  y renunció expresamente al procedimiento ante la Comisión. La Corte no admitió para su trámite dicho asunto, argumentando que no se había agotado el procedimiento ante la Comisión, y decidió aceptar y tramitar la solicitud subsidiaria del Gobierno de Costa Rica para remitir el asunto a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Por su parte, la Comisión declaró inadmisible la petición, no por la condición del denunciante sino por considerar que el Gobierno de Costa Rica había actuado de conformidad con las disposiciones legales vigentes, sancionando con todo el rigor de la ley al responsable de los actos denunciados
. 

A diferencia de lo que sucede  ante la Comisión, el individuo no está legitimado para demandar; siguiendo el criterio tradicional de negarle al individuo la personería jurídica internacional.  Este criterio ha sido superado en el Sistema Europeo a través del Protocolo No.11 de la Convención Europea de Derechos Humanos suscrito a comienzos de 1994, y que prevé la posibilidad de que el individuo pueda acceder directamente a la Corte.

En votos razonados en dos casos contra Perú: Castillo Páez
 y Loayza Tamayo
, el juez Cançado Trindade expresó que sin el locus standi in judicio de ambas partes, cualquier sistema de protección se encuentra irremediablemente mitigado, por cuanto no es razonable concebir derechos sin la capacidad procesal de vindicarlos directamente.  El juez Cançado afirmó en dichos votos razonados que “el espectro de la persistente denegación de la capacidad procesal del individuo peticionario ante la Corte Interamericana, verdadera capitis diminutio, emanó de consideraciones dogmáticas propias de otra época histórica tendientes a evitar su acceso directo a la instancia judicial internacional, consideraciones estas que, en nuestros días, carecen de sustentación o sentido aun más tratándose de un tribunal internacional de derechos humanos”.

Dentro del Sistema Interamericano se ha tratado de dar alguna participación a los individuos para actuar ante la Corte, tomando como base el reglamento de la Corte
, dicha participación se ha ido ampliando a partir de la entrada en vigencia del 3er. Reglamento que rigió a la Corte Interamericana, donde en su artículo 23 se le otorgó a los representantes de las víctimas o de sus familiares presentar sus propios argumentos y pruebas en forma autónoma
, también en su artículo 22 se autorizaba para que la Comisión fuera representada por cualesquiera persona de su elección, y en el caso de que los delegados fueran el denunciante original o los representantes de las víctimas o de sus familiares, se debía informar a la Corte para autorizarlos a intervenir en los debates a propuesta de la Comisión.  

En ese sentido en una reunión entre la Corte y la Comisión celebrada en 1998
, se acordó dar preeminencia al papel de la víctima ante el sistema interamericano, principalmente ante la Corte, y se acordó que la Corte estudiaría la posibilidad de implementar una eventual reforma a su Reglamento para los peticionarios pudieran presentar escritos autónomos en todas las etapas del proceso ante la Corte y no sólo en la etapa de reparaciones, en ese mismo sentido la Asamblea General de la OEA, aprobó una resolución en la cual encomendó a la Corte Interamericana a que considerara la posibilidad de permitir la participación directa de la víctima, en el procedimiento ante la Corte (una vez sometido el casos a su competencia), teniendo en cuenta la necesidad tanto de preservar el equilibrio procesal, como de redefinir el papel de la CIDH en dichos procedimientos
.

Siguiendo esas directrices, y luego de un proceso de reflexión donde participaron activamente los estados miembros y los órganos de la OEA, así como entidades de la sociedad civil, es que el nuevo reglamento de Corte
, da un salto cualitativo para lograr la participación directa (locus standi en judicio) en todas las etapas ante el Tribunal, de las presuntas víctimas, sus familiares o sus representantes debidamente acreditados, ya que las mismas podrán presentar solicitudes, argumentos y pruebas en forma autónoma durante todo el proceso ante el Tribunal
.

Así, una vez que la Corte notifica la demanda a la presunta víctima, sus familiares o sus representantes legales, les otorga a éstos un plazo de 30 días para la presentación, en forma autónoma, de los escritos conteniendo sus solicitudes, argumentos y pruebas
 . Asimismo, durante el procedimiento oral, podrán  hacer uso de la palabra para la presentación de sus argumentos y pruebas, debido a su condición de verdadera parte en el proceso
. 

Con el otorgamiento del locus standi in judicio a las presuntas víctimas, sus familiares o sus representantes legales, en todas las etapas del proceso ante la Corte, pasan ellos a disfrutar de todas las facultades y obligaciones, en materia procesal, que, hasta el Reglamento de 1996, eran privativos únicamente de la CIDH y del Estado demandado (excepto en la etapa de reparaciones. Esto implica que, en el procedimiento ante la Corte
, podrán existir, o coexistir, tres posturas distintas: la de la presunta víctima (o sus familiares o representantes legales), como sujeto del Derecho Internacional de los Derechos Humanos; la de la CIDH, como órgano de supervisión de la Convención y auxiliar de la Corte; y la del Estado demandado.

En su jurisprudencia la Corte, ha comenzado a desarrollar el concepto de víctima directa e indirecta
, permitiendo con ello dar una visión amplia al concepto de víctima de la violación.  Si bien esa diferenciación no ha sido expresa

, en el desarrollo de algunas sentencias se ha establecido que la víctima directa es a la que se le afectan sus derechos fundamentales como efecto inmediato de la propia violación y víctima indirecta  es la que experimenta el menoscabo de sus derechos como consecuencia inmediata y necesaria del daño sufrido por la víctima directa, es decir que podrán ser considerados como víctimas, los familiares que sufran detrimento de su integridad psíquica y moral, como consecuencia de una violación infringida a la víctima directa de un caso. 

III.2.b) COMPETENCIA RATIONE MATERIAE

Por razón de la materia,  la Corte es competente de conocer cualquier caso que se le someta y que concierna a la aplicación de las disposiciones de la Convención.  Sobre este particular, la jurisprudencia de la Corte ha sido sobre distintos temas, tales como su competencia para pronunciarse sobre el agotamiento de los recursos internos, sobre la compatibilidad de la legislación interna con la Convención Americana, sobre aspectos inherentes a la soberanía de los Estados entre otros.

En relación con la controversia de que si la Corte es competente para conocer del agotamiento o no de los recursos internos, el criterio de la Corte no ha sido siempre el mismo. En el caso Velásquez Rodríguez, la Comisión sostuvo en la audiencia sobre excepciones previas, que, como la Corte no es un tribunal de apelación respecto de lo actuado por ella, por lo que tiene una jurisdicción limitada, que le impide revisar todo cuanto se refiere al cumplimiento de los requisitos de admisibilidad de una petición dirigida a la Comisión, o de las normas procesales aplicables a las distintas etapas que deben cumplirse en el trámite de un caso ante ella.  La Corte rechazó tal aseveración e indicó que ella  no está vinculada con lo que previamente haya decidido la Comisión, sino que está habilitada para sentenciar libremente, de acuerdo con su propia apreciación. Sin embargo recalcó que ella  no actúa, con respecto a la Comisión, en un procedimiento de revisión, de apelación u otro semejante. Sino que su jurisdicción plena para considerar y revisar in toto lo precedentemente actuado y decidido por la Comisión, resulta de su carácter de único órgano jurisdiccional en la materia.
 

Este criterio ha ido variado, ya que en el caso Gangaram Panday, la Corte desestimó la excepción preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos, ya que no fue planteada ante la Comisión. En su voto razonado el juez Cançado Trindade enfatizó que "bajo la Convención Americana, los dos órganos de supervisión, la Comisión y la Corte, tienen poderes definidos, aquel con la competencia de decidir sobre la admisibilidad de las peticiones o comunicaciones (artículos 46-47), y éste con la competencia ( en casos contenciosos) de determinar si ha habido una violación de la Convención (artículos 62.1 y 62.3). La cuestión preliminar (procesal) de admisibilidad es una e indivisible: así como se consideran definitivas e inapelables las decisiones de la Comisión sobre la inadmisibilidad de peticiones o comunicaciones, el rechazo por la Comisión de una objeción de no agotamiento de recursos internos debería asimismo considerarse definitiva y no susceptible de plantearse de nuevo por el Gobierno demandado en el procedimiento subsecuente ante la Corte"

En relación con la competencia material, la Corte se había declarado incompetente para  pronunciarse sobre la compatibilidad  de  legislación interna con la Convención,
 este fallo olvidaba las violaciones  de jure a la Convención,  que los Estados pueden cometer mediante la adopción de normas de derecho interno incompatibles con la Convención.

Afortunadamente este criterio varió, en la sentencia de fondo sobre el caso Loayza Tamayo contra Perú en el que dos decretos-leyes fueron declarados incompatibles con la Convención.
 En ese mismo caso en la sentencia de reparaciones, la Corte insistió en la incompatibilidad de los dos decretos-leyes con la Convención, y en que el Estado tiene el deber  de cumplir sus obligaciones de acuerdo con el articulo 2 de la Convención, que señala que los Estados se comprometen a adoptar las medidas legislativas o de otros carachote que sean necesarias para hacer efectivos los derechos  y libertades consagrados en la Convención.

En el caso Castillo Petruzzi y otros el estado peruano cuando planteó sus excepciones preliminares
, alegó que la demanda se refería a aspectos inherentes a la soberanía de los Estados, y que un Estado soberano tenia pleno derecho a dictar las leyes necesarias para reprimir los delitos cometidos en su territorio, y la decisión de cualquiera de sus organismos jurisdiccionales era definitiva, y no podía ser modificada o dejada sin efecto por ninguna autoridad extranjera o supranacional.  Sin  embargo, la Corte
 rechazó este argumento, recordando que fue precisamente en el ejercicio de su soberanía el Perú ratificó la Convención americana y que, en consecuencia, aceptó las obligaciones consagradas en ésta en relación con todas las personas bajo su jurisdicción. 

III.2.c) COMPETENCIA RATIONE TEMPORIS

Por otra parte, la competencia de la Corte se encuentra limitada no sólo por la naturaleza de los hechos, sino por el momento en que estos hayan tenido lugar, ya que la Corte solo tiene competencia para conocer de hechos ocurridos con posterioridad a la fecha en que el Estado denunciado haya aceptado la competencia contenciosa, o haya hecho una declaración expresa en ese sentido. Consideramos que el reconocimiento que hace un Estado sobre la competencia contenciosa de la Corte debe interpretarse de conformidad con los principios que guían el derecho internacional, en el sentido de que este reconocimiento se refiere expresamente a los hechos ocurridos con posterioridad a dicho acto. 

También significa que la Comisión o los Estados partes deben presentar la demanda ante la Corte en un término de 3 meses, contados a partir de la fecha de la remisión del informe de la Comisión a los Estados interesados
.  

Sin embargo, la Corte Interamericana no ha sido tan rigurosa en la aplicación de este plazo, ya que en varias oportunidades ha ratificado que el objeto y fin del tratado es la protección de los derechos humanos y, por lo tanto, la interpretación que de ella se haga debe ser siempre en favor de la persona humana.  La Corte entiende que la interpretación de todas las normas de la Convención relativas al procedimiento que debe cumplirse ante la Comisión para que " la Corte pueda conocer de cualquier caso " ( Art. 61.2), debe hacerse de forma tal que permita la protección internacional de los derechos humanos, que constituye la razón misma de la existencia de la Convención, y llegar, si es preciso, al control jurisdiccional. La Corte también ha manifestado que los tratados deben interpretarse " de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin ". Y siendo el objeto y fin de la Convención Americana la eficaz protección de los derechos humanos, la Convención debe interpretarse de manera tal de darle su pleno sentido y permitir que el régimen de protección de los derechos humanos, a cargo de la Comisión y de la Corte adquiera todo " su efecto útil ".
 

La Corte también ha manifestado que dentro de ciertos límites de temporalidad y razonabilidad, ciertas omisiones o retrasos en la observancia de los procedimientos, pueden ser dispensados, si se conserva un adecuado equilibrio entre la justicia y la seguridad jurídica.
  En el caso Cayara contra Perú, la Corte consideró que un lapso de más de seis meses desde el momento en que se notifica  el informe contenido en el articulo 50 de la Convención y la presentación de  la demanda excede con mucho los limites de temporalidad y razonabilidad que deben informar el procedimiento ante la Corte
.

3.2.d) COMPETENCIA RATIONE LOCI

En cuanto se refiera a su competencia por razón del lugar donde supuestamente la violación se cometió, aunque no hay una norma expresa al respecto, la Corte debe determinar si la misma se cometió dentro de la jurisdicción del Estado demandado.
 

Cabe preguntarse si un Estado es responsable de violaciones cometidas por alguno de sus agentes fuera de su jurisdicción, como puede ser el caso del secuestro y tortura de un supuesto subversivo. Desde nuestro punto de vista el Art. 1 de la Convención Americana establece dos obligaciones para los Estados Parte a) su compromiso a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y b) garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que este sujeta a su jurisdicción. Eso quiere decir que si agentes de un Estado secuestran a un supuesto subversivo en otro Estado, ambos Estados son responsables de la violación, uno por irrespetar un derecho consagrado en la Convención y el otro por no haber garantizado el libre ejercicio de sus derechos a la víctima.
  

La competencia por razón del lugar no ha sido invocada aún en ningún caso ante la Corte, aunque ella lo consideró en el Caso Fairén Garbi y Solís Corrales, en el cual la Corte estableció  que existían numerosas e insalvables dificultades de prueba para establecer que estas desapariciones hubieran ocurrido en Honduras y que, por tanto, fueran imputables jurídicamente a ese Estado. 

IV. PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS A LA LUZ DE SU NUEVO REGLAMENTO

IV.a) Demanda. Sus requisitos
De acuerdo a la Convención Americana, únicamente la Comisión o los Estados Partes pueden someter casos ante la Corte Interamericana, la que ejercerá plena jurisdicción
  sobre todas las cuestiones inherentes a los casos que le sean sometidos.  

Los requisitos que debe contener la demanda son: primero que la misma debe presentarse dentro de los tres meses de notificado el informe a que hacer referencia el articulo 50 de la Convención Americana. Asimismo debe presentarse por escrito
  indicando, las partes en el caso, una exposición de los hechos, las resoluciones de apertura del procedimiento y de admisibilidad de la denuncia por la Comisión, las pruebas indicando los hechos sobre los que versarán, la individualización de los testigos y peritos y el objeto de sus declaraciones,  los fundamentos de Derecho,  las conclusiones pertinentes y las pretensiones (incluidas las referidas a las reparaciones y costas) petición.
  Además, la Comisión deberá consignar el nombre y la dirección de las presuntas víctimas, sus familiares o sus representantes debidamente acreditados en caso de ser posible
. Se  designará el agente y los delegados y se acompañará el informe a que se refiere el artículo 50 de la Convención.

Aunque no es un requisito establecido en el reglamento, la Corte también podrá pedir, el expediente original del caso tramitado ante la Comisión
 .  Pero la omisión o el  retardo en hacer llegar este documento, no afecta el tramite de la demanda ni impide la notificación de la misma. 

En relación con los requisitos de la demanda, la Corte no ha sido tan rigurosa, argumentando que no debe desvirtuarse el propósito y el objeto de la Convención. Para ello se basa en el principio comúnmente aceptado, de que el sistema procesal es un medio para realizar la justicia y que ésta no puede ser sacrificada en aras de meras formalidades.

Durante la tramitación de algunos casos recientes, y en relación al contenido de la demanda, ha habido controversia sobre dos puntos, los cuales cabe destacar en este apartado.  El primero de ellos es con relación al contenido de la demanda el cual en principio debe de reflejar el contenido del informe trasmitido al Estado de acuerdo con el Art. 50 de la Convención. En el caso Castillo Petruzzi y otros, la Corte estableció  que si bien es cierto la demanda no ha de ser, necesariamente, una replica exacta del informe evacuado por la Comisión, también lo es que no debiera contener conceptos referidos a una eventual violación de la Convención que el Estado demandado no conoció durante el procedimiento que se sigue ante la propia Comisión y que, por eso mismo, no puede desvirtuar oportunamente; si el estado no conoce ciertos hechos o determinadas afirmaciones que luego se pretenderán en la demanda, no puede hacer uso de los derechos que le asisten en esa etapa procesal.

La otra controversia se dio, luego de que introducida la demanda, e incluso después de ser notificada la Comisión presentó una, versión corregida del texto en español de la demanda, la cual según la Comisión contenía correcciones de errores menores, sobre todo de estilo y que debería remplazar a la anterior.
 La nueva versión de la demanda se envió al gobierno de Perú, quien solicitó a la Corte se le aclarara cual de los dos textos debía tenerse como válido, el Presidente de la Corte para asegurar la trasparencia del proceso informó al Estado de Perú que se suspendía el curso de los plazos para contestar la demanda y oponer excepciones preliminares, hasta que la Comisión presentara las aclaraciones referentes a las correcciones hechas al texto original de la demanda
. El Estado de Perú presentó sus excepciones preliminares antes de que la Comisión hiciera llegar las aclaraciones pertinentes
, y luego de recibidas estas el Presidente de la Corte dictó una resolución en la que decidió: a) que el texto de la demanda que las partes debían tener como válido para preparar su defensa y  sus alegatos era el prestado originalmente por la Comisión; b) que se podía incorporar a dicha demanda únicamente las correcciones presentada por la Comisión en su escrito del 6 de octubre de 1997, c) que se declaraba improcedente la solicitud de reemplazar el texto original de la demanda con el texto presentado a la Corte los días 26 y 28 de agosto de 1997 y d) que se continuara con la tramitación del caso, disponiendo la reanudación de los plazos para contestar la demanda y para presentar excepciones preliminares
. La Corte tomando en cuenta las características y consecuencias de este acto procesal, ha señalado que no puede existir más de un texto de la demanda, sugiriendo que este es el primero que se presenta al Tribunal, sin que se pueda introducir modificaciones a ninguna de las pretensiones que se hicieron valer oportunamente.
 

IV.b) Condiciones de admisibilidad

Para que una demanda sea admitida debe de cumplir, además de los requisitos establecidos en el apartado anterior, con las normas relativas a la competencia de la Corte y con los siguientes requisitos:

De acuerdo con el artículo 61 inciso 2 de la Convención Americana se establece que para que la Corte pueda conocer un caso debe asegurarse que los trámites ante la Comisión, se han cumplido.
  En el asunto Viviana Gallardo y Otras, el Gobierno de Costa Rica se auto demandó y renunció formalmente al requisito de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna y de agotamiento previo de los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50 de la Convención.
 A ese respecto, la Corte Interamericana declaró inadmisible la demanda de Costa Rica y enfatizó que el procedimiento ante la Comisión no ha sido concebido en interés exclusivo del Estado, sino que permite el ejercicio de importantes derechos individuales, muy especialmente de  las víctimas.

En otras palabras, el procedimiento ante la Comisión no es renunciable o excusable, a menos que quede claramente establecido que su omisión, en un caso determinado, no compromete las funciones que la Convención asigna a la Comisión (competencia para conocer casos de violación de derechos humanos), como podría ocurrir en algunos casos en que el asunto se planteara ab initio entre Estados y no entre individuo y Estado. A ese respecto el profesor Thomas Buergenthal, afirma que como el mandato de la Corte es más amplio que el de la Comisión, pues también comprende la interpretación y aplicación de todas las disposiciones de la Convención, es posible que un Estado someta de manera directa a la Corte un caso que se refiera a otros asuntos diferentes de violación de derechos humanos, como sería lo referente a las inmunidades diplomáticas de los jueces de la Corte, y que sea sometido al Tribunal por un acuerdo especial.

Es de señalar que la Corte no ha sido tan rigurosa en lo relativo al cumplimiento estricto del procedimiento ante la Comisión. En los casos contra Honduras, la Corte determinó que la interpretación de todas las normas de la Convención relativas al procedimiento que debe cumplirse ante la Comisión para que la Corte pueda conocer de cualquier caso (Art. 61.2), debe hacerse de forma tal que permita la protección internacional de los derechos humanos que constituye la razón misma de la existencia de la Convención
. 

IV.c) Etapa de admisibilidad

Según el artículo 34 del Reglamento de la Corte,  el Presidente  hará un examen preliminar de la demanda y si observare que los requisitos fundamentales no han sido cumplidos, solicitará al demandante que subsane los defectos dentro de un plazo de veinte días, luego del cual el Secretario de la Corte notificará la demanda a: el presidente y jueces de la Corte, al Estado demandado, 
 quien tendrá 30 días para designar a su agente, a la Comisión, si no es ella la demandante, al denunciante original si se conoce y a la presunta víctima, sus familiares o sus representantes debidamente acreditados si fuera el caso, a través de la aprobación del nuevo reglamento, se les permite a las víctimas tener una participación directa durante el proceso y se le otorgan 30 días
 para presentar autónomamente a la Corte sus solicitudes, argumentos y pruebas
. 

En caso de que el demandante sea otro Estado, la Comisión deberá participar en el proceso
, por lo que también a esta se le solicitará que nombre a sus delegados.

IV.d) Excepciones Preliminares
El Estado demandado tiene la facultad de presentar excepciones preliminares dentro de los dos meses siguientes a la notificación de la demanda
, y de acuerdo al nuevo reglamento, sólo podrán ser opuestas en el escrito de contestación de la demanda, con este nuevo procedimiento la Corte evitará que haya una dilación del proceso, ya que  los Estados demandados no podrán solicitar que se prorrogue el plazo de contestación de la demanda hasta que se resuelvan las excepciones preliminares
.  Estas excepciones preliminares, en términos generales, pueden referirse a la incompetencia de la Corte para conocer todo el contenido de la demanda o sólo parte de ella o a la inadmisibilidad de la demanda.

Hasta la fecha, la práctica de la Corte ha sido la de considerar a las excepciones preliminares, una cuestión de previo y especial pronunciamiento, y emitir una sentencia sobre excepciones preliminares pero que no suspende el procedimiento sobre el fondo, ni los plazos, ni los términos respectivos
 y, si estas son desestimadas ha procedido a dictar una sentencia sobre el fondo, sin embargo el nuevo reglamento de la Corte dispone, a la luz del principio de la económica procesal, que la Corte podrá resolver en una sola sentencia las excepciones preliminares y el fondo del caso
.  

Un antecedente, de esta nueva regulación del Reglamento de la Corte  fueron los tres casos contra Honduras, ya que el Estado presentó, entre otras, la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos y  la Corte ordenó  unirla a la cuestión de fondo.   En estos casos los argumentos presentados por la Comisión y el Estado demandado fueron contradictorios. El primero afirmó que la interposición de recursos internos fue infructuosa mientras que el Gobierno sostuvo que el sistema judicial interno ofrecía mayores posibilidades.  La Corte consideró que el tema en discusión era la efectividad de los recursos internos y del sistema judicial considerados en su conjunto, como mecanismos para garantizar el respeto a los derechos humanos. En esa perspectiva, si la Corte acogía la excepción opuesta por el Gobierno y declaraba que aún quedaban recursos internos efectivos por oponer, se estaría adelantando sobre la cuestión de fondo, sin haber recibido las pruebas y argumentos que la Comisión había ofrecido, así como los que el Gobierno pudiere proponer. Si, en cambio, declarara que los recursos internos efectivos se han agotado o que no existieron, estaría prejuzgando sobre el fondo en contra del Estado involucrado. 

El criterio de la Corte en este sentido ha cambiado considerablemente, ya que recientemente en las sentencias de excepciones preliminares en los casos Gangaram Panday, Castillo Páez y Loayza Tamayo, la Corte rechazó la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos por extemporánea, es decir por no haber sido presentada ante la Comisión, y por lo tanto no entró a considerar los recursos que estaban disponibles según el Gobierno, ni se pronunció sobre si los mismos eran adecuados y efectivos.
 En los tres casos, el juez Cançado Trindade ha razonado su voto rechazando la procedencia de esta excepción ante la Corte, en cualquier circunstancia, ya sea que la misma no se ha opuesto previamente ante la Comisión,  o cuando  sí se le ha invocado, pero ha sido rechazada por la Comisión.  Para él esta excepción debe ser resuelta de modo bien fundamentado, y definitivamente por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Sobre el agotamiento de los recursos internos la Corte ha establecido algunos criterios,  en primer lugar, que el Estado demandado puede renunciar en forma expresa o tácita la invocación de esa regla 
, en segundo lugar, la excepción de no agotamiento de los recursos internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del procedimiento, a falta de lo cual se presume la renuncia tácita a valerse de la misma por parte del Estado interesado
 y en tercer lugar, el Estado que alega el no agotamiento debe señalar los recursos internos que deben agotarse y proporcionar la prueba de su efectividad
54 y cuarta, que de acuerdo con los criterios anteriores, que para oponerse válidamente a la admisibilidad de la denuncia, el Estado debía haber invocado de manera expresa y oportuna la regla de no agotamiento de los recursos internos
. 

V. Etapas del Proceso

V.a.)  Procedimiento Escrito

Como indicáramos en el apartado a) de este capítulo, el proceso se inicia con la presentación de la demanda ante la Corte Interamericana. Luego de que la Corte admite un caso, solicita al Estado demandado que conteste la demanda dentro de los 2 meses de la notificación, una innovación del nuevo Reglamento de la Corte, además de haber reducido el plazo de contestación de la demanda de 4 meses a 2 meses, es que en la contestación de la demanda, el Estado demandado deberá interponer las excepciones preliminares que considere procedentes y declarar si acepta los hechos denunciados y las pretensiones del demandante, o si los contradice y la Secretaría de la Corte deberá comunicar dicha contestación a las mismas personas a las que se les notifico la demanda.
 La Corte podrá considerar como aceptados los hechos no expresamente negados y las peticiones no expresamente controvertidas
. 

El plazo que tiene el Estado Demandado, no es perentorio ya que la Corte lo ha prorrogado, como en los casos Genie Lacayo y Caballero Delgado y Santana, en el que la Corte, a solicitud de los Estados de Nicaragua y Colombia respectivamente, otorgó una prórroga de noventa días para contestar la demanda
, por su parte en el Caso La Última Tentación de Cristo, el estado chileno presentó el escrito de contestación de la demanda extemporáneamente, sin haber solicitado prórroga, por lo que la Corte emitió una Resolución mediante la cual resolvió rechazar dicho escrito
.   

En los primeros casos conocidos por la Corte luego de la demanda, el demandante debía presentar una memoria, escrito que el Estado demandado debía contestar a través de una contramemoria.  El Presidente de la Corte, de común acuerdo con el demandante y el demandado, fijaba la fecha límite para la presentación de estos dos últimos escritos
.Ya a partir del caso Caballero Delgado y Santana, la Corte varió el procedimiento y se ha procedido directamente con la demanda y la contestación, sin requerir de una memoria adicional por parte del demandante

Con el reglamento anterior,  el Presidente  debía consultar a los agentes del Estado y a los delegados de la Comisión si estimaban necesario otros actos del procedimiento escrito. En caso afirmativo, fijaba los plazos para el depósito de los documentos. Con el nuevo reglamento, son las partes las que deben solicitar al Presidente de la Corte la celebración de otros actos del procedimiento escrito, y si el Presidente lo estima pertinente, fija los plazos para la presentación de los documentos respectivos

Por su parte, el Presidente de la Corte Interamericana, en consulta con la Comisión Permanente, podrá rechazar cualquier escrito de las partes que considere manifiestamente improcedente, el cual ordenará devolver sin trámite alguno al interesado
. 

V.b) Procedimiento Oral
  

El Presidente fijará la fecha de apertura del procedimiento oral, previa consulta con los agentes del Estado demandado y los delegados de la Comisión. El número de audiencias que se realicen dependerá de cada caso en particular. Sin embargo, podríamos clasificar las audiencias en: a) audiencias para discutir las excepciones preliminares; b) audiencias para la presentación de pruebas; c) audiencias sobre el fondo del caso; y d) audiencias sobre medidas provisionales.

Anteriormente, las presuntas víctimas, sus familiares o sus representantes podrían participar en esta fase del proceso como delegados de la Comisión, circunstancia que debía ser informada a la Corte, la cual podría autorizar su intervención en los debates, a propuesta de la Comisión.  Con el nuevo reglamento de la Corte, las presuntas víctimas, sus familiares o sus representantes debidamente acreditados, podrán participar en todas las audiencias que se realicen durante todo el proceso en forma autónoma.
 

VI. Medios de Prueba

El reglamento de la Corte sólo hace mención expresa de dos medios probatorios, la testimonial y  pericial, sin embargo a través de su jurisprudencia la Corte ha indicado que también pueden ser utilizados otros  medios de prueba, tales como la documental, circunstancial, los indicios y las presunciones
.

Sobre el momento procesal para promover los medios de prueba,  el nuevo reglamento en su artículo 43.1 se determina que las pruebas deben ser promovidos por las partes y sólo les admitirá la Corte, si son ofrecidas en la demanda y su contestación y en su caso, en el escrito de excepciones preliminares y en su contestación
, nos parece que este artículo es  contradictorio  con el Art. 36 que establece que las excepciones preliminares sólo podrán ser opuestas en el escrito de contestación de la demanda,  puesto que el Art. 43.1 estaría admitiendo que las excepciones preliminares podrían plantearse en una etapa procesal diferente a la de la contestación de la demanda.

Otro punto que la Corte deberá aclarar mediante la jurisprudencia que emita a partir de la aplicación del nuevo reglamento, se da en la etapa de reparaciones, donde  el articulo 56 del reglamento, abre la posibilidad para que si en la sentencia de fondo no se decide sobre las mismas, la Corte fijará la oportunidad para su posterior decisión y determinará el procedimiento,  el cual en la practica siempre ha admitido la presentación de pruebas especialmente para probar la naturaleza y cuantía de los daños.

La Corte admitirá pruebas que sean presentadas extemporáneamente, siempre y cuando  la parte que las presente alegare fuerza mayor, impedimento grave o hechos sobrevinientes.  Sin embargo en el caso Ivcher Bronstein, la Corte a pesar de que la Comisión no acreditó dichas circunstancias, las admitió por considerarlos útiles para la evaluación de los hechos
. 

  También la Corte puede procurar de oficio toda prueba que considere útil, si especificar la razón, el reglamento señala que especialmente si se trata de  prueba testimonial o pericial. La Corte también podrá requerir a cualquier entidad, oficina, órgano o autoridad de su elección, que obtenga información, que exprese una opinión o que haga un informe o dictamen sobre un punto determinado, la Corte ha hecho uso de esta facultad, sin embargo hasta el momento no ha aprovechado el apoyo que las Defensorías del Pueblo pudieran darle, pues se trata de instituciones nacionales, cuyo mandato es la promoción y protección de los derechos humanos, y aunque se trate de personas nombradas por los parlamentos, tienen la obligación de ejercer su mandato de forma independiente.  Y siendo estas instituciones las encargadas de supervisar la vigencia de los derechos humanos y que para ello cuentan con departamentos especializados, el aporte que podrían darle a la Corte seria muy valioso
, únicamente en un caso se escuchó el testimonio del Procurador de Derechos Humanos de Guatemala, pero más que todo por haber sido el fiscal especial del caso, cuando el mismo se conoció en la jurisdicción interna en dicho país
, por su parte el Defensor del Pueblo de Panamá, en el caso Baena Ricardo y otros, presentó un amicus curiae, sobre reflexiones jurídicas, que se desprendían del estudio de los problemas derivados de la aprobación de la ley No. 25 del caso sometido a la Corte. 

Un aporte muy valioso que trae el nuevo reglamento, es que las pruebas rendidas ante la Comisión Interamericana deben ser incorporadas al expediente del caso ante la Corte, siempre y cuando hayan sido recibidas en procedimientos contradictorios, salvo que la Corte considera indispensable repetirlas, esta reforma tiene su base en la resolución de la Asamblea General de la OEA, que le encomendó a la Corte que considerara la posibilidad de “evitar duplicaron de procedimientos (una vez sometido el caso a su competencia), en particular la producción de la prueba, ...”
 

También con el nuevo Reglamento la presunta víctima, sus familiares o sus representantes legal, podrán presentar autónomamente a la Corte sus pruebas en un plazo de 30 de notificada la demanda.

Sobre el valor de las pruebas la Corte ha establecido que la determinación de la responsabilidad internacional de un Estado por la violación de derechos de la persona requiere una mayor flexibilidad en la valoración de la prueba rendida ante el Tribunal, de acuerdo con las reglas de la lógica y con base en la experiencia. Y en el caso de que el Estado demandado no presente pruebas de descargo en las oportunidades procesales correspondientes, la Corte ha considerado, que, en principio, es posible presumir verdaderos los hechos planteados en la demanda sobre los cuales guarda silencio el Estado, siempre que de las pruebas presentadas se puedan inferir conclusiones consistentes sobre los mismos
.

VI.a.)  Prueba de testigos 

Durante las audiencias es que se presentan las pruebas de testigos y periciales, ofrecidas por las partes, también la Corte de oficio, y como medida para mejor proveer, puede citar a declarar incluso a personas que no fueron ofrecidas como testigos por las partes.

Generalmente las audiencias son públicas y el Presidente de la Corte es quien dirige los debates, y determina el orden en  que tomarán la palabra los agentes del Estado, los delegados de la Comisión y los testigos propuestos por ambos.  Sin embargo en casos excepcionales la Corte podrá realizar audiencias privadas, como en el caso Velásquez Rodríguez cuando el Gobierno hondureño solicitó, que referente al organigrama de un Batallón, y los testimonios de dos miembros de las fuerzas armadas de Honduras que estaban de alta,  la Corte los recibiera en audiencia privada, "por razones estrictas de seguridad del Estado de Honduras", a lo que la Corte accedió.
  También excepcionalmente la Corte podrá recibir la declaración de testigos fuera de su sede, como en el caso Caballero Delgado y Santana, cuando un testigo por su mal estado de salud, se le tomó su declaración en el lugar donde se encontraba.
 44. En el Caso Bámaca, la Corte convocó a una audiencia pública en la ciudad de Washington D.C., Estados Unidos de América, a efectos de escuchar a un testigo, que por cuestiones migratorias no podía salir de Estados Unidos y comisionó a tres de sus miembros para tomar los testimonios
.

En este aspecto es importante destacar que la Corte no tiene medios coercitivos para exigir la comparecencia de un testigo o perito, o de sancionarlo en caso de no comparecer o de castigarlo por perjurio. En el caso Genie Lacayo, a solicitud de la Comisión, la Corte citó a los señores Humberto Ortega Saavedra y Joaquín Cuadra Lacayo (ex ministros de Defensa de Nicaragua) para que declararan como testigos en dicho caso, sin que ninguno de los dos se apersonara, constancia que dejó la Corte en su sentencia  del 29 de enero de 1997. 

En ese mismo sentido también se ha dado el caso de testigos que se han negado a prestar su declaración, ya sea en la sede de la Corte o ante un experto que la misma Corte pudiera designar para que dirija el interrogatorio en el territorio del Estado demandado, la Comisión se limitó a informar dicha circunstancia y no solicitó la adopción de medidas que demandarán la cooperación efectiva del Estado en este sentido, por lo que la Corte se limito a prescindir del testimonio de dicho testigo.

Los testigos podrán ser objetados antes de prestar su declaración, por cualesquiera de las partes, sin embargo la Corte podrá si lo estimare útil, oír a titulo informativo a una persona que estaría impedida para declarar como testigo
. 

VI.b) Prueba pericial

Las pruebas periciales han sido utilizadas en el Sistema Interamericano tanto a solicitud de las partes
 como de oficio por la Corte
. El tipo de informes periciales presentados ha sido muy variado y ha servido para probar distintos aspectos relevantes para determinar si hubo violación o no de algún derecho consagrado en la Convención. Así por ejemplo, en el caso Gangaram Panday, por medio de prueba pericial se quiso demostrar el tipo de lesiones ocasionadas por la tortura
, en el caso Velásquez Rodríguez se utilizó para probar la existencia del daño material o moral
.  En el caso Neira Alegría y Otros, a través de peritos se demostró que no se hicieron las diligencias necesarias para identificar a los cadáveres,
  en el caso Aloeboetoe y Otros, la Corte se valió de peritos para tener información más completa para determinar el monto de la indemnización,
  en el caso Bámaca, la Comisión ofreció, prueba pericial, para determinar la forma como opera el sistema de justicia en Guatemala
 y en el caso La Última Tentación de Cristo, se propusieron peritos para determinar la jerarquía del derecho internacional convencional y del derecho internacional consuetudinario en relación con el derecho interno
.

La Corte, mutuo proprio, también ha solicitado opiniones técnicas sobre aspectos criminales y psiquiátricos en determinados casos, y ha solicitado opiniones interpretativas al organismo de investigación judicial de un Estado, sobre informes médicos, cintas de video y diapositivas aportadas por las partes, aunque este Estado no fuere parte en el proceso.

Los peritos podrán ser recusados por las mismas causales de impedimento previstas para los jueces
; es decir, si ellos o sus parientes tuvieren interés directo o hubieren intervenido anteriormente como agentes, consejeros o abogados, o como miembros de un tribunal nacional o internacional, o de una comisión investigadora relacionada con el asunto, o en cualquier otra calidad, a juicio de la Corte. 

VI.c)  Prueba Documental

La prueba documental incluye no sólo documentos escritos públicos o privados, sino que la Corte ha aceptado grabaciones, vídeos
,  planos, mapas, informes elaborados por comisiones legislativas o colegios de abogados
, boletas migratorias
, certificados de autopsias etc. En algunos casos se han solicitado al Estado demandado copia de los expedientes de los procesos que se trataban en su jurisdicción interna por la desaparición de las presuntas víctimas
, también datos estadísticos como en el caso de Suriname a quien se le pidió la estadística de suicidios entre la población de la religión hindú
, y también ha solicitado a un Estado demandado, copia autenticada de las leyes y disposiciones reglamentarias aplicadas en los procesos tramitados ante la jurisdicción interna contra las supuestas víctimas, así como copia autenticada de los expedientes judiciales completos de dichos procesos
.

Con relación a los recortes periodísticos, la Corte ha señalado que si bien no se consideran prueba documental, son importantes para dos efectos: corroborar la información brindada en algunos elementos probatorios y acreditar que los actos a los que se refieren son públicos y notorios.

En el Caso Bámaca Velásquez, la Comisión solicitó la admisión como prueba sobreviniente  los informes, tanto del Proyecto Interdiocesano de Recuperación de la Memoria Histórica como de la Comisión de Esclarecimiento Histórico de acuerdo con el artículo 43 del anterior Reglamento, y el Estado aceptó su incorporación al acervo probatorio de manera expresa, por lo que la Corte los incorpora al mismo como prueba documental
.

VI.c)  Indicios o Presunciones
En el proceso interamericano sobre derechos humanos lo primordial es determinar si los hechos alegados constituyen una violación de la Convención Americana, por lo que los medios probatorios quedan subordinados al objeto y fin de la Convención
. En el caso de las desapariciones forzadas, la Corte ha subrayado la importancia de utilizar los indicios y presunciones por estimar que "esta forma de represión se caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que permita comprobar el secuestro, el paradero y la suerte de las víctimas". 
.  La Corte también se ha valido de los indicios o presunciones en los casos en que el Estado demandado no coopere, como lo fue en el caso Gangaram Panday
. 

La Corte también ha expresado que gracias a la existencia de otros elementos probatorios, existían indicios suficiente para inferir la razonable conclusión de que la detención y desaparición de las presuntas víctimas había sido efectuada por personas que pertenecían al ejercito y por varios civiles que colaboraban con ellos; además la circunstancia de que a más de seis años de ocurridos los hechos no se hubiera tenido noticias de las víctimas permitía, de acuerdo con la Corte, razonablemente inferir que las presuntas víctimas habían fallecido.

II. Sentencia

De acuerdo con el artículo 67 de la Convención, los fallos de la Corte son definitivos e inapelables
. En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las Partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo.  Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, cualquiera de ellos tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión, a través de votos razonados, disidentes o concurrentes, los cuales sólo podrán referirse a lo tratado en la sentencia correspondiente. Los jueces que decidan presentar un voto razonado, disidente o concurrente de la opinión de la mayoría, deberá presentarlo dentro del plazo que fije el Presidente de la Corte, de modo que pueda ser conocido por todos los jueces antes de la notificación de la sentencia.
 

VII.a) Contenido de la Sentencia
La sentencia contendrá
: a) nombre del Presidente y de los demás jueces que la hubieren dictado, del Secretario y del Secretario Adjunto;  b) la identificación de las partes y sus representantes.  En este apartado cabe destacar que a partir del nuevo reglamento de la Corte, se refiere a la víctima o presunta víctima, el Estado y, sólo procesalmente la Comisión; c) una relación de los actos del procedimiento; d) la determinación de los hechos. La Corte por ser el órgano jurisdiccional del sistema interamericano, posee atribuciones independientes para establecer los hechos, y en la demanda debe señalar cuales son los hechos en que funda su decisión, en el caso de que no haya disputa de los hechos o si ha cesado la controversia en cuanto a los mismos, la Corte puede dar por ciertos los expuestos por la Comisión o el Estado demandante
, e) las conclusiones de las partes; f) los fundamentos de derecho, de acuerdo al artículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte debe decidir si hubo violación a un derecho o libertad protegido por la Convención y dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados, por ello es que la Corte debe además de establecer los hechos, determinar cuales son las disposiciones infringidas, sin embargo en algunos casos, tales como Aloeboetoe y otros, El Amparo y Garrido y Baigorria, en que el Estado demandado aceptó como ciertos los hechos referidos en la demanda y su responsabilidad internacional, la Corte dio por sentado que esos hechos constituían una violación de la Convención y omitió calificarlos e indicar las disposiciones de la Convención que habían sido violadas.
  g) la decisión sobre el caso,
  h) el pronunciamiento sobre las reparaciones y costas, si procede; i) el resultado de la votación y j) las indicaciones sobre cual de los textos hace fe.  

VII.b)  Ejecución de la Sentencia 

Los Estados miembros de la OEA, al ratificar la Convención se comprometen a cumplir las decisiones de la Corte en todo caso en que sean partes. 

Según nuestra opinión, la Corte tiene dos medios para velar por el cumplimiento de las sentencias por ella pronunciada.  En primer lugar, la Corte puede hacer uso del órgano político de la OEA, la Asamblea General, a través de sus informes anuales de labores, que de acuerdo con el artículo 65, deberá señalar los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos.

A partir de los últimos informes anuales, la Corte ha sido mas sistemática para dar cumplimiento a que manda dicho artículo, y se ha incluido un apartado que indica el estado de los asuntos en tramite ante la Corte y otro referente al estado de cumplimiento de las sentencias de la Corte.

Otro mecanismo, que consideramos tiene la Corte, es el de la ejecución de las sentencias, a través de los tribunales nacionales del Estado.  El artículo 68 inciso 2 de la Convención dispone, que la parte del fallo sobre indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el respectivo país, por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias.  En este sentido cabe señalar la interpretación amplia que a este artículo hizo el Estado de Costa Rica al aprobar el Convenio de sede de la Corte Interamericana, ya que en el artículo 27 de dicho Convenio estableció que las resoluciones de la Corte y, en su caso, de su Presidente, una vez comunicadas a las autoridades administrativas o judiciales correspondientes tendrán la misma fuerza ejecutiva y ejecutoria que las dictadas por los tribunales costarricenses
. Los otros dos antecedentes que tenemos sobre este punto son el caso de Colombia y Perú.

Por su parte Colombia aprobó la Ley No. 288 por medio de la cual se establecieron instrumentos para la indemnización por el perjuicio causado a víctimas de violaciones a derechos humanos en virtud de lo dispuesto por determinados órganos internacionales.  Esta ley creó trámites conciliatorios o incidentes de liquidación de perjuicio en relación con los casos de violaciones de derechos humanos, circunscribiendo el mecanismo a que exista una decisión previa, escrita y expresa del Comité de Derechos Humanos creado en el marco del Pacto de Derechos Civiles y Políticos o de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
. Lamentablemente la ley se limitó a dar eficacia a las resoluciones de estos dos órganos internacionales, dejando por fuera al único órgano jurisdiccional regional, que es la Corte Interamericana. Por su parte la Constitución de Perú de 1993, en su artículo 205 establece que una vez agotada la jurisdicción interna, quien se considere lesionado en los derechos que la Constitución reconoce puede recurrir a los tribunales u organismos internacionales constituidos según tratados o convenidos de los que el Perú es parte. 

A la fecha ninguna de las sentencias de la Corte han sido ejecutada mediante procedimiento interno vigente del Estado condenado
, por lo que no existe jurisprudencia, por nuestra parte consideramos que las sentencias de la Corte deben de ser ejecutadas no como sentencias extranjeras, sino como sentencias emanadas de un tribunal supranacional.

Lamentablemente, ha la fecha solo seis casos los estados han dado cabal cumplimiento a las sentencias de la Corte, siendo estos los siguientes: Velásquez Rodríguez, Godínez Cruz; Aloeboetoe y otros; Gangaram Panday; Maqueda y Genie Lacayo. 

CAPITULO.-IV

 Opiniones consultivas
Artículo 65

1. La Corte podrá emitir opiniones consultivas respecto de cualquier cuestión jurídica, a solicitud de cualquier organismo autorizado para ello por la Carta de las Naciones Unidas, o de acuerdo con las disposiciones de la misma.

2. Las cuestiones sobre las cuales se solicite opinión consultiva serán expuestas a la Corte mediante solicitud escrita, en que se formule en términos precisos la cuestión respecto de la cual se haga la consulta. Con dicha solicitud se acompañarán todos los documentos que puedan arrojar luz sobre la cuestión.

Artículo 66

1. Tan pronto como se reciba una solicitud de opinión consultiva, el Secretario la notificará a todos los Estados que tengan derecho a comparecer ante la Corte.

2. El Secretario notificará también, mediante comunicación especial y directa a todo Estado con derecho a comparecer ante la Corte, y a toda organización internacional que a juicio de la Corte, o de su Presidente si la Corte no estuviere reunida, puedan suministrar alguna información sobre la cuestión, que la Corte estará lista para recibir exposiciones escritas dentro del término que fijará el Presidente, o para oír en audiencia pública que se celebrará al efecto, exposiciones orales relativas a dicha cuestión.

3. Cualquier Estado con derecho a comparecer ante la Corte que no haya recibido la comunicación especial mencionada en el párrafo 2 de este Artículo, podrá expresar su deseo de presentar una exposición escrita o de ser oído y la Corte decidirá.

4. Se permitirá a los Estados y a las organizaciones que hayan presentado exposiciones escritas u orales, o de ambas clases, discutir las exposiciones presentadas por otros Estados u organizaciones en la forma, en la extensión y dentro del término que en cada caso fije la Corte, o su Presidente si la Corte no estuviere reunida. Con tal fin, el Secretario comunicará oportunamente tales exposiciones escritas a los Estados y organizaciones que hayan presentado las suyas.

Artículo 67

La Corte pronunciará sus opiniones consultivas en audiencia pública, previa notificación al Secretario General de las Naciones Unidas y a los representantes de los Miembros de las Naciones Unidas, de los otros Estados y de las organizaciones internacionales directamente interesados.

Artículo 68

En el ejercicio de sus funciones consultivas, la Corte se guiará además por las disposiciones de este Estatuto que rijan en materia contenciosa, en la medida en que la propia Corte las considere aplicables.

· Lista de los Estados Miembros de las Naciones Unidas
A continuación sigue la lista de los 192 Estados Miembros de las Naciones Unidas con las fechas en las cuales fueron admitidos.
Con la admisión de Montenegro el 28 de junio de 2006, son 192 Estados Miembros de las Naciones Unidas.
Estado Miembro
Fecha de admisión
Afganistán
19 noviembre 1946
Albania
14 diciembre 1955
Alemania
18 septiembre 1973
El 3 de Octubre de 1990, la República Democrática Alemana y la República Federal de Alemania se unieron para formar un solo Estado Miembro con el nombre de República Federal de Alemania.
Andorra
28 julio 1993
Angola
1 diciembre 1976
Antigua y Barbuda
11 noviembre 1981
Arabia Saudita
24 de octubre 1945
Argelia
8 octubre 1962
Argentina
24 octubre 1945
Armenia
2 marzo 1992
Australia
1 noviembre 1945
Austria
14 diciembre 1955
Azerbaiyán
2 marzo 1992
Bahamas
18 septiembre 1973
Bahrein
21 septiembre 1971
Bangladesh
17 septiembre 1974
Barbados
9 diciembre 1966
Belarús
24 de octubre 1945
El 19 de septiembre de 1991, Bielorrusia informó a las Naciones Unidas de que había cambiado su nombre por el de Belarús.
Bélgica
27 diciembre 1945
Belice
25 septiembre 1981
Benin
20 septiembre 1960
Bhután
21 septiembre 1971
Bolivia
14 noviembre 1945
Bosnia y Herzegovina
22 mayo 1992
La República Federativa Socialista de Yugoslavia fue uno de los Miembros originales de las Naciones Unidas, y como tal firmó la Carta el 26 de junio de 1945 y la ratificó el 19 de octubre de 1945, hasta su disolución tras el establecimiento y posterior admisión como nuevos miembros de Bosnia y Herzegovina, la República de Croacia, la República de Eslovenia, la ex República yugoslava de Macedonia, y la República Federativa de Yugoslavia.
La República de Bosnia y Herzegovina fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución 46/237 de la Asamblea General, de 22 de mayo de 1992.
Botswana
17 octubre 1966
Brasil
24 octubre 1945
Brunei Darussalam
21 septiembre 1984
Bulgaria
14 diciembre 1955
Burkina Faso
20 septiembre 1960
Burundi
18 septiembre 1962
Cabo Verde
16 septiembre 1975
Camboya
14 diciembre 1955
Camerún
20 septiembre 1960
Canadá
9 noviembre 1945
Chad
20 septiembre 1960
Chile
24 octubre 1945
China
24 octubre 1945
Chipre
20 septiembre 1960
Colombia
5 noviembre 1945
Comoras
12 noviembre 1975
Congo
20 septiembre 1960
Costa Rica
2 noviembre 1945
Côte d'Ivoire
20 septiembre 1960
Croacia
22 mayo 1992
La República Federativa Socialista de Yugoslavia fue uno de los Miembros originales de las Naciones Unidas, y como tal firmó la Carta el 26 de junio de 1945 y la ratificó el 19 de octubre de 1945, hasta su disolución tras el establecimiento y posterior admisión como nuevos miembros de Bosnia y Herzegovina, la República de Croacia, la República de Eslovenia, la ex República yugoslava de Macedonia, y la República Federativa de Yugoslavia.
La República de Bosnia y Herzegovina fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución 46/237 de la Asamblea General, de 22 de mayo de 1992.
Cuba
24 octubre 1945
Dinamarca
24 octubre 1945
Djibouti
20 septiembre 1977
Dominica
18 diciembre 1978
Ecuador
21 diciembre 1945
Egipto
24 octubre 1945
Egipto y Siria fueron Miembros originales de las Naciones Unidas desde el 24 de octubre de 1945. A raíz de un plebiscito celebrado el 21 de febrero de 1958, Egipto y Siria se unieron para formar la República Árabe Unida, que continuó como un solo Estado Miembro. El 13 de octubre de 1961, Siria reasumió la condición de Estado independiente y simultáneamente su calidad de Estado Miembro separado. El 2 de septiembre de 1971, la República Árabe Unida cambió su nombre por el de República Árabe de Egipto.
El Salvador
24 octubre 1945
Emiratos Arabes Unidos
9 diciembre 1971
Eritrea
28 mayo 1993
Eslovaquia
9 enero 1993
Checoslovaquia fue un Miembro Original de las Naciones Unidas desde el 24 de Octubre de 1945. En una carta fechada el 10 de diciembre de 1992, su Representante Permanente informó al Secretario General de que la República Federal Checa y Eslovaca dejarían de existir el 31 de diciembre de 1992 y que la República Checa y Eslovaquia, como estados sucesores, requerirían una inscripción formal de membrecía a las Naciones Unidas. La República Checa y Eslovaquia fueron admitidos como Estados Miembros el 19 de enero de 1993.
Eslovenia
22 mayo 1992
La República Federativa Socialista de Yugoslavia fue uno de los Miembros originales de las Naciones Unidas, y como tal firmó la Carta el 26 de junio de 1945 y la ratificó el 19 de octubre de 1945, hasta su disolución tras el establecimiento y posterior admisión como nuevos miembros de Bosnia y Herzegovina, la República de Croacia, la República de Eslovenia, la ex República yugoslava de Macedonia, y la República Federativa de Yugoslavia.
La República de Bosnia y Herzegovina fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución 46/237 de la Asamblea General, de 22 de mayo de 1992.
España
14 diciembre 1955
Estados Unidos de América
24 octubre 1945
Estonia
17 septiembre 1991
Etiopía
13 noviembre 1945
ex República Yugoslava
de Macedonia
8 abril 1993
La República Federativa Socialista de Yugoslavia fue uno de los Miembros originales de las Naciones Unidas, y como tal firmó la carta el 26 de junio de 1945 y la ratificó el 19 de octubre de 1945, hasta su disolución tras el establecimiento y posterior admisión como nuevos miembros de Bosnia y Herzegovina, la República de Croacia, la República de Eslovenia, la ex República yugoslava de Macedonia, y la República Federativa de Yugoslavia.
Mediante la resolución 47/225, de 8 de abril de 1993, la Asamblea General decidió admitir como Miembro de las Naciones Unidas al Estado que, a todos los efectos dentro de las Naciones Unidas, es designado provisionalmente "la ex República Yugoslava de Macedonia" hasta tanto se llegue a un arreglo sobre la diferencia que ha surgido con respecto al nombre del Estado.
Federación de Rusia
24 octubre 1945
La Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas fue Miembro original de las Naciones Unidas desde 1945. En carta de fecha 24 de diciembre de 1991, Boris Yeltsin, Presidente de la Federación de Rusia, con el apoyo de los 11 países miembros de la Comunidad de Estados Independientes, informó al Secretario General de que la Federación de Rusia ocupaba el lugar de la ex Unión Soviética en el Consejo de Seguridad y en todos los demás órganos de las Naciones Unidas.
Fiji
13 octubre 1970
Filipinas
24 octubre 1945
Finlandia
14 diciembre 1955
Francia
24 octubre 1945
Gabón
20 septiembre 1960
Gambia
21 septiembre 1965
Georgia
31 julio 1992
Ghana
8 marzo 1957
Granada
17 septiembre 1974
Grecia
25 octubre 1945
Guatemala
21 noviembre 1945
Guinea
12 diciembre 1958
Guinea-Bissau
17 septiembre 1974
Guinea Ecuatorial
12 noviembre 1968
Guyana
20 septiembre 1966
Haití
24 octubre 1945
Honduras
17 diciembre 1945
Hungría
14 diciembre 1955
India
30 octubre 1945
Indonesia
28 septiembre 1950
Por carta de fecha 20 de enero de 1965, Indonesia anunció su decisión de retirarse de las Naciones Unidas "en esta etapa y bajo las presentes circunstancias". Por telegrama de 19 de septiembre de 1966, Indonesia comunicó su decisión de reasumir su cooperación plena con las Naciones Unidas y su participación en las actividades de la Organización. El 28 de septiembre de 1966, la Asamblea General tomó nota de esa decisión y el Presidente de la Asamblea invitó a los representantes de Indonesia a ocupar sus lugares correspondientes en la Asamblea.
Irán (República Islámica del)
24 octubre 1945
Iraq
21 diciembre 1945
Irlanda
14 diciembre 1955
Islandia
19 noviembre 1946
Islas Marshall
17 septiembre 1991
Islas Salomón
19 septiembre 1978
Israel
11 mayo 1949
Italia
14 diciembre 1955
Jamahiriya Arabe Libia
14 diciembre 1955
Jamaica
18 septiembre 1962
Japón
18 diciembre 1956
Jordania
14 diciembre 1955
Kazajstán
2 marzo 1992
Kenya
16 diciembre 1963
Kirguistán
2 marzo 1992
Kiribati
14 septiembre 1999
Kuwait
14 mayo 1963
Lesotho
17 octubre 1966
Letonia
17 septiembre 1991
Líbano
24 octubre 1945
Liberia
2 noviembre 1945
Liechtenstein
18 septiembre 1990
Lituania
17 septiembre 1991
Luxemburgo
24 octubre 1945
Madagascar
20 septiembre 1960
Malasia
17 septiembre 1957
La Federación de Malaya se incorporó a las Naciones Unidas el 17 de septiembre de 1957. El 16 de septiembre de 1963 cambió su nombre por el de Malasia, después de que se hubiera admitido en la nueva federación a Singapur, Sabah (Borneo Septentrional) y Sarawak. Singapur se independizó el 9 de agosto de 1965 y fue admitido como Miembro de las Naciones Unidas el 21 de septiembre de 1965.
Malawi
1 diciembre 1964
Maldivas
21 septiembre 1965
Malí
28 septiembre 1960
Malta
1 diciembre 1964
Marruecos
12 noviembre 1956
Mauricio
24 abril 1968
Mauritania
27 octubre 1961
México
7 noviembre 1945
Micronesia (Estados 
Federados de)
17 septiembre 1991
Moldova
2 marzo 1992
Mónaco
28 mayo 1993
Mongolia
27 octubre 1961
Montenegro
28 junio 2006
La República de Montenegro fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución 60/264 de la Asamblea General, de 28 de junio de 2006.
La República de Serbia ocupa el lugar de la Unión Estatal de Serbia y Montenegro en las Naciones Unidas, incluidos todos los órganos y organizaciones del sistema de las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Constitucional de Serbia y Montenegro, activada por la Declaración de Independencia que la Asamblea Nacional de Montenegro aprobó el 3 de junio de 2006.
· Mozambique
16 septiembre 1975
Myanmar
19 abril 1948
Namibia
23 abril 1990
Nauru
14 septiembre 1999
Nepal
14 diciembre 1955
Nicaragua
24 octubre 1945
Níger
20 septiembre 1960
Nigeria
7 octubre 1960
Noruega
27 noviembre 1945
Nueva Zelandia
24 octubre 1945
Omán
7 octubre 1971
Países Bajos
10 diciembre 1945
Pakistán
30 septiembre 1947
Palau
15 diciembre 1994
Panamá
13 noviembre 1945
Papua Nueva Guinea
10 octubre 1975
Paraguay
24 octubre 1945
Perú
31 octubre 1945
Polonia
24 octubre 1945
Portugal
14 diciembre 1955
Qatar
21 septiembre 1971
Reino Unido de Gran Bretaña
e Irlanda del Norte
24 octubre 1945
República Árabe Siria
24 octubre 1945
Egipto y Siria fueron Miembros originales de las Naciones Unidas desde el 24 de octubre de 1945. A raíz de un plebiscito celebrado el 21 de febrero de 1958, Egipto y Siria se unieron para formar la República Árabe Unida, la que continuó como un solo Estado Miembro. El 13 de octubre de 1961, Siria reasumió su condición de Estado independiente y simultáneamente su calidad de Estado Miembro separado.
República Centroafricana
20 septiembre 1960
República Checa
19 enero 1993
Checoslovaquia fue un Miembro Original de las Naciones Unidas desde el 24 de Octubre de 1945. En una carta fechada el 10 de diciembre de 1992, su Representante Permanente informó al Secretario General de que la República Federal Checa y Eslovaca dejarían de existir el 31 de diciembre de 1992 y que la República Checa y Eslovaquia, como estados sucesores, requerirían una inscripción formal de membrecía a las Naciones Unidas. La República Checa y Eslovaquia fueron admitidos como Estados Miembros el 19 de enero de 1993.
República de Corea
17 septiembre 1991
República Democrática del Congo
20 septiembre 1960
Zaire se incorporó a las Naciones Unidas el 20 de septiembre de 1960. El 17 de mayo de 1997, su nombre cambió al de República Democrática del Congo.
República Democrática 
Popular Lao
14 diciembre 1955
República Dominicana
24 octubre 1945
República Popular 
Democrática de Corea
17 septiembre 1991
República Unida de Tanzanía
14 diciembre 1961
Tanganyika se incorporó a las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1961, y Zanzíbar lo hizo el 16 de diciembre de 1963. Tras haberse ratificado el 26 de abril de 1964 el Convenio de Unión entre Tanganyika y Zanzíbar, la República Unida de Tanganyika y Zanzíbar continuaron como un solo Estado Miembro, y el 1 de noviembre de 1964 cambiaron su nombre por el de República Unida de Tanzanía.
Rumania
14 diciembre 1955
Rwanda
18 septiembre 1962
Saint Kitts y Nevis
23 septiembre 1983
Samoa
15 diciembre 1976
San Marino
2 marzo 1992
Santa Lucía
18 septiembre 1979
Santo Tomé y Príncipe
16 septiembre 1975
San Vicente y las Granadinas
16 septiembre 1980
Senegal
28 septiembre 1960
Serbia
1 noviembre 2000
· La República de Serbia ocupa el lugar de la Unión Estatal de Serbia y Montenegro en las Naciones Unidas, incluidos todos los órganos y organizaciones del sistema de las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Constitucional de Serbia y Montenegro, activada por la Declaración de Independencia que la Asamblea Nacional de Montenegro aprobó el 3 de junio de 2006. 
· La República de Montenegro fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución 60/264 de la Asamblea General, de 28 de junio de 2006.
· La República Federativa Socialista de Yugoslavia fue uno de los Miembros originales de las Naciones Unidas, y como tal firmó la carta el 26 de junio de 1945 y la ratificó el 19 de octubre de 1945, hasta su disolución tras el establecimiento y posterior admisión como nuevos miembros de Bosnia y Herzegovina, la República de Croacia, la República de Eslovenia, la ex República yugoslava de Macedonia, y la República Federativa de Yugoslavia. 
· La República Federativa de Yugoslavia fue admitida como Miembro de las Naciones Unidas en virtud de la resolución 55/12 de la Asamblea General, de 1 de noviembre de 2000.
· Tras la aprobación y promulgación de la Carta Constitucional de Serbia y Montenegro por la Asamblea de la República Federativa de Yugoslavia el 4 de febrero de 2003, el nombre del Estado de la República Federativa de Yugoslavia pasó a ser Serbia y Montenegro.
Seychelles
21 septiembre 1976
Sierra Leona
27 septiembre 1961
Singapur
21 septiembre 1965
Somalia
20 septiembre 1960
Sri Lanka
14 diciembre 1955
Sudáfrica
7 noviembre 1945
Sudán
12 noviembre 1956
Suecia
19 noviembre 1946
Suiza
10 septiembre 2002
Suriname
4 diciembre 1975
Swazilandia
24 septiembre 1968
Tailandia
16 diciembre 1946
Tayikistán
2 marzo 1992
Timor-Leste
27 de septiembre de 2002
Togo
20 septiembre 1960
Tonga
14 septiembre 1999
Trinidad y Tabago
18 septiembre 1962
Túnez
12 noviembre 1956
Turkmenistán
2 marzo 1992
Turquía
24 octubre 1945
Tuvalu
5 septiembre 2000
Ucrania
24 octubre 1945
Uganda
25 octubre 1962
Uruguay
18 diciembre 1945
Uzbekistán
2 marzo 1992
Vanuatu
15 septiembre 1981
Venezuela (República Bolivariana de)
15 noviembre 1945
Viet Nam
20 septiembre 1977
Yemen
30 septiembre 1947
El 30 de septiembre de 1947 la Asamblea General decidió admitir como Miembro de las Naciones Unidas al Estado de la República Árabe de Yemen. El 14 de diciembre de 1967 la Asamblea General decidió admitir como Miembro de las Naciones Unidas al Estado de la República Democrática Popular de Yemen. El 22 de mayo de 1990 se unieron para formar un solo estado con el nombre de Yemen.
Zambia
1 diciembre 1964
Zimbabwe
25 agosto 1980
Miembros

El Consejo de Seguridad está compuesto por 15 miembros, de los cuales 5 son permanentes y 10 son elegidos por la Asamblea General por un período de 2 años.
	Miembros permanentes
	Miembros no permanentes que terminan su mandato en 2009 
	Miembros no permanentes que terminan su mandato en 2010

	China
	Burkina Faso
	Austria 

	Estados Unidos
	Costa Rica
	Japón

	Federación de Rusia*
	Croacia
	México

	Francia
	Jamahiriya Árabe Libia
	Turquía

	Reino Unido
	Viet Nam
	Uganda


Notas

*
Federación de Rusia ocupó el lugar de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas el 25 de diciembre de 1991.
 

La Presidencia del Consejo rota mensualmente, según el listado de los Estados Miembros del Consejo de Seguridad en el orden alfabético inglés de sus nombres.

El Consejo de Seguridad está organizado de modo que pueda funcionar continuamente. Un representante de cada uno de sus miembros debe estar presente en todo momento en la Sede de las Naciones Unidas. Asimismo, el Consejo se puede reunir también fuera de la Sede.

Inicio

· Funciones y poderes

El Consejo de Seguridad tiene, de acuerdo a la Carta, los siguientes poderes y funciones:
· Mantener la paz y la seguridad internacionales de conformidad con los propósitos y principios de las Naciones Unidas

· Investigar toda controversia o situación que pueda crear fricción internacional 

· Recomendar métodos de ajuste de tales controversias, o condiciones de arreglo 

· Elaborar planes para el establecimiento de un sistema que reglamente los armamentos 

· Determinar si existe una amenaza a la paz o un acto de agresión y recomendar qué medidas se deben adoptar 

· Instar a los Miembros a que apliquen sanciones económicas y otras medidas que no entrañan el uso de la fuerza, con el fin de impedir o detener la agresión 

· Emprender acción militar contra un agresor 

· Recomendar el ingreso de nuevos Miembros 

· Ejercer las funciones de administración fiduciaria de las Naciones Unidas en "zonas estratégicas"

· Recomendar a la Asamblea General la designación del Secretario General y, junto con la Asamblea, elegir a los magistrados de la Corte Internacional de Justicia 

En caso de someterse una denuncia de amenaza contra la paz, el Consejo generalmente recomienda a las partes que lleguen a un arreglo pacífico, e incluso actúa en la mediación o la investigación. Además, puede nombrar representantes especiales o pedir al Secretario General que intervenga como tal o que interponga sus buenos oficios. Por otro lado, el Consejo también puede enunciar principios para un arreglo.

En caso de que una controversia llegue a una lucha armada, el Consejo busca que esta termine lo más pronto posible. Esto lo hace dictando directivas de cese de fuego, e incluso, enviando fuerzas de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz a las regiones donde hay disturbios, para así crear las condiciones para que se pueda llegar a un arreglo pacífico. Conforme al Capítulo VII de la Carta, el Consejo puede decidir la adopción de medidas coercitivas, sanciones económicas o acciones militares colectivas.

· Votación y derecho de veto
Cada Miembro del Consejo tiene un voto y las decisiones se toman por voto afirmativo de por lo menos nueve de los quince miembros. Cuando se trata de cuestiones de fondo se requiere que además de los nueve votos afirmativos no exista ningún voto de los cinco miembros permanentes en contra. Esta es la regla de la unanimidad de las grandes potencias, conocida más comúnmente como "derecho de veto". En esta situación, si uno de los miembros permanentes no está de acuerdo con una decisión puede emitir un voto negativo, "vetando" o bloqueando dicha decisión. Todos los miembros permanentes han ejercido su poder de veto en alguna ocasión. En caso de que algún miembro permanente no apoye una decisión pero tampoco quiera bloquearla puede abstenerse en la votación.

La cuestión del derecho de veto en el Consejo de Seguridad ha sido ampliamente discutida porque se considera como una práctica que vulnera la democracia al interior de este órgano. Dentro de los planteamientos de reforma de la ONU se ha estudiado la posibilidad de eliminar el derecho de veto, aunque no se ha llegado a ningún consenso.

Comités
· Comités Permanentes: existen dos comités actualmente, cada uno de los cuales incluye representantes de todos los Estados miembros del Consejo de Seguridad.
· Comité de Expertos: estudia el reglamento y otras materias técnicas y aconseja al respecto

· Comité de Admisión de Nuevos Miembros: decide si un Estado cumple con los requisitos para ser admitido como Miembro de las Naciones Unidas 

Comités Ad Hoc: se establecen según se requieran, incluyen a todos los miembros del Consejo y se reúnen en sesión privada. 

· Comité del Consejo de Seguridad, para las reuniones del Consejo fuera de la Sede

· Consejo de Administración, establecido por la resolución 692 (1991) 

· cOMITÉ del Consejo de Seguridad para la lucha contra el terrorismo, establecido en virtud de la resoluciOn 1373 (2001) 

Comités de Sanciones: se establecen para monitorear las sanciones y medidas impuestas por el consejo de Seguridad para evitar que algún Estado amenace la paz y seguridad internacionales.

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 661 relativa a la situación entre el Iraq y Kuwait

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 748 (1992) relativa a la Jamahiriya Árabe Libia

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 751 (1992) relativa a Somalia

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 864 (1993) relativa a Angola

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 918 (1994) relativa a Rwanda

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 985 (1995) relativa a Liberia

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 1132 (1997) relativa a Sierra Leona

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 1160 (1998)

· Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de la resolución 1267 (1999) relativa a Afganistán 

Operaciones de Mantenimiento de la Paz

· Son un medio para mantener la paz y la seguridad internacionales. Estas comenzaron a funcionar en 1948 y desde entonces hasta agosto de 2000, han habido 53 operaciones de mantenimiento de la paz de Naciones Unidas. Los "cascos azules" de la ONU son soldados de diversos Estados Miembros entrenados especialmente para restaurar y mantener la paz en zonas de conflicto. En estas operaciones también participan oficiales civiles de policía, observadores electorales y monitores de derechos humanos entre otros.

                                                                                                 CAPITULO IV

Opiniones consultivas
Artículo 65

1. La Corte podrá emitir opiniones consultivas respecto de cualquier cuestión jurídica, a solicitud de cualquier organismo autorizado para ello por la Carta de las Naciones Unidas, o de acuerdo con las disposiciones de la misma.

2. Las cuestiones sobre las cuales se solicite opinión consultiva serán expuestas a la Corte mediante solicitud escrita, en que se formule en términos precisos la cuestión respecto de la cual se haga la consulta. Con dicha solicitud se acompañarán todos los documentos que puedan arrojar luz sobre la cuestión.

Artículo 66

1. Tan pronto como se reciba una solicitud de opinión consultiva, el Secretario la notificará a todos los Estados que tengan derecho a comparecer ante la Corte.

2. El Secretario notificará también, mediante comunicación especial y directa a todo Estado con derecho a comparecer ante la Corte, y a toda organización internacional que a juicio de la Corte, o de su Presidente si la Corte no estuviere reunida, puedan suministrar alguna información sobre la cuestión, que la Corte estará lista para recibir exposiciones escritas dentro del término que fijará el Presidente, o para oír en audiencia pública que se celebrará al efecto, exposiciones orales relativas a dicha cuestión.

3. Cualquier Estado con derecho a comparecer ante la Corte que no haya recibido la comunicación especial mencionada en el párrafo 2 de este Artículo, podrá expresar su deseo de presentar una exposición escrita o de ser oído y la Corte decidirá.

4. Se permitirá a los Estados y a las organizaciones que hayan presentado exposiciones escritas u orales, o de ambas clases, discutir las exposiciones presentadas por otros Estados u organizaciones en la forma, en la extensión y dentro del término que en cada caso fije la Corte, o su Presidente si la Corte no estuviere reunida. Con tal fin, el Secretario comunicará oportunamente tales exposiciones escritas a los Estados y organizaciones que hayan presentado las suyas.

Artículo 67

La Corte pronunciará sus opiniones consultivas en audiencia pública, previa notificación al Secretario General de las Naciones Unidas y a los representantes de los Miembros de las Naciones Unidas, de los otros Estados y de las organizaciones internacionales directamente interesados.

Artículo 68

En el ejercicio de sus funciones consultivas, la Corte se guiará además por las disposiciones de este Estatuto que rijan en materia contenciosa, en la medida en que la propia Corte las considere aplicables.

CONCLUSIÓN
En esta investigación se ha podido desarrollar un análisis general sobre la protección internacional en materia de Derechos Humanos, desde el concepto de Derechos Humanos que para empezar produce controversias en cuanto a su verdadera concepción y limites, pasando por los diversos sistemas de protección; punto en el cual a efectos de realizar una adecuada sustentación de los derechos humanos y de la importancia de la corte interamericana de los derechos humanos hemos considerado desarrollar ambos aspectos, enfocándolos desde un punto general y especifico, viendo a la ONU como un sistema de protección mundial y a la OEA como un sistema de protección regional.

Es de suma importancia para latinoamericana la creación de la Comisión y posteriormente de la Corte; han sido los primeros pasos de los muchos que hay que dar para lograr una efectiva protección de derechos humanos, el mundo ya decidió cambiar y ahí se va caminando poco a poco, sin embargo, creemos que aun falta mucho por hacer; es necesario que todos los países, se sometan a la jurisdicción de cualquier órgano internacional de protección de derechos humanos, llámese Corte, en el sistema de protección regional, llamase ONU en el sistema de protección mundial.

Consideramos que no es concebible que con la creación de estos órganos existan países que no acepten la competencia de dichos órganos y más bien decidan alejarse del sistema de protección de derechos humanos, tal vez fortaleciendo así un obstáculo que es necesario atravesar para que realmente las personas y el mundo crean en que sí existe un mecanismo efectivo de protección y promoción de derechos humanos, sea cual sea, del cual todos somos parte y del cual todos somos trabajadores y que para que realmente sea efectivo, requiere de nuestro esfuerzo para consolidarlo y para promocionarlo hasta el grado en que adquiera solidez y no exista un gobierno capaz de zafarse de su fuerza, que va a ser tal que ni siquiera se atrevería a pensar desafiarlo.

Mientras las sociedades no acepten o no entiendan y no se les obligue a respetar los principios básicos y pilares de los demás derechos, el atropello descarado de los derechos humanos seguirá siendo un problema de grandes proporciones y no existirá sistema de protección legal que diga pero que valga, porque ni el mundo ni nadie creerá en que existe tal mecanismo de protección y promoción y más bien daremos un paso hacia atrás.

Es inconcebible que algunos países de nuestro planeta sean los primeros promotores en el respeto a los derechos humanos, pero que en circunstancias especiales sean los primeros en desconocer la autoridad de las instituciones supranacionales, rompiendo de esta forma con los postulados universales de unión, solidaridad y legitima defensa, para finalizar, creemos que las normas han sido dadas para todos, todos tenemos la obligación de cumplirlas y respetarlas, no se puede hacer distinción entre unos y otros, entra nacionalidades, color, sexo o religión, el hombre es solo uno en el planeta, cuando entendamos eso, será un nuevo comienzo para la humanidad.

es de Opinión que un Miembro de Naciones Unidas que deba pronunciarse en virtud del artículo 4 de la Carta mediante su voto, sea en el C.S., sea en la A.G.,. sobre la admisión de un Estado como Miembro de la Organización, no está jurídicamente autorizado a hacer depender su consentimiento de condiciones no previstas expresamente en el parágrafo 1 de dicho artículo; 
que, en particular, un Miembro de la Organización no puede, al reconocer que las condiciones exigidas por el artículo 4 son cumplidas por el Estado candidato, subordinar su voto afirmativo a la condición que, al mismo tiempo que dicho candidato, sean admitidos otros Estados como Miembros de las Naciones Unidas. 
Opiniones individuales de los jueces Alvarez y Azevedo.  Opiniones disidentes (conjunta) de los jueces Basdevant, Winiarski, Lord McNair y Read; individuales disidentes de los jueces Zoric y Krylov.

VER SI EL ESTADO MIEMBRO Y El Consejo de Seguridad SON COMPATIBLES es DECIR  SI el órgano de las Naciones Unidas cuya responsabilidad primordial es el mantenimiento de la paz y la SEGURIDAD FUNCIONA . Conforme a la "Carta de las Naciones Unidas", los Estados Miembros están obligados a aceptar y cumplir las decisiones del Consejo, mientras que los otros órganos sólo pueden hacer recomendaciones.
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 DERECHO 

� Resúmenes de los fallos opiniones consultivas  y providencia de la corte internacional de justicia ,1948-1991,pag-9.


�Ibidem pag-147.


� Ibidem


� Miembro original


fuente .:Boletín mensual del centro de información de las naciones unidas para México ,mayo de 1995.


� United Nations  Han Book, New Zeland ,Ministery of Foreign Affairs and Trade.-1995,pag-19.


� La Conferencia se celebró en San José de Costra Rica, con la participación de representantes de los gobiernos de Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela.


� La Convención Americana sobre Derechos Humanos entró en vigencia el 18 de julio de 1978.


� Opinión Consultiva número OC-1/82. "Otros Tratados" Objeto de la función consultiva de la Corte (Art. 64 Convención Americana) Párrafo 19.


� Ver OEA/Ser. G/CP/CAJP-1770/01 del 16 de marzo  de 2001 Informe del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Juez Antonio Cançado Trindade, a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos.


� OC-1/82. "Otros Tratados" objeto de la función consultiva de la Corte (Art. 64 Convención Americana) Párrafo 22


OC-2/82  El efecto de las reservas sobre la entrada en vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Art. 74 y 75)


OC-3/83 Restricciones a la pena de muerte (Art.. 4.2 y 4.4 Convención Americana Sobre Derechos Humanos)


OC-4/84 Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización


OC-5/85 La colegiación obligatoria de periodistas (Art. 13 y 29 Convención Americana Sobre Derechos Humanos)


OC-6/86 La expresión “leyes” en el artículo 30 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos


OC-7/86 Exigibilidad del derecho de rectificación o respuesta (Art.. 14.1,1.1 y 2 Convención Americana Sobre Derechos Humanos)


OC-8/87 El habeas Hábeas bajo suspensión de garantías (Art. 27.2, 25.1 y 7.6 29 Convención Americana Sobre Derechos Humanos)


OC-9/87 Garantías judiciales en estados de emergencia (Art.. 27.2, 25 y 8 Convención Americana Sobre Derechos Humanos)


OC-10/89 Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos


OC-11/90 Excepciones al agotamiento de los recursos internos (Art. 46.1, 46.2 a y 46.2 b Convención Americana Sobre Derechos Humanos)


OC-12/91 Compatibilidad de un proyecto de ley con el artículo 8.2.h de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos


OC-14/94 Responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención (Art. 1 y 2 de  la Convención Americana Sobre Derechos Humanos)


 OC-15/97 Informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Art. 51 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos)


OC16/99 El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso 


� OC-10. Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y  Deberes del Hombre en el Marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos


OC-15/97 Informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Art. 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos)


� OC-1/82. "Otros Tratados" objeto de la función consultiva de la Corte (Art. 64 Convención Americana) Párrafo 25


� OC-15/97 Informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Art. 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos) párrafo 26


� OC-16/99 El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal, párrafo 65


� Convención Americana sobre Derechos Humanos Art. 64 


� OC-15/97 Informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Art. 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos) párrafo 25


� Durante las audiencias celebradas sobre la Opinión Consultiva n. 16, intervinieron además de  los ocho Estados, siete individuos representantes de cuatro ONG (nacionales e internacionales) de derechos humanos, dos individuos de una ONG actuante en pro de la abolición de la pena de muerte, dos representantes de una entidad (nacional) de abogados, cuatro profesores universitarios en calidad individual, y tres individuos en representación de un condenado a la pena de muerte.


� Cançado Trindade, Antonio Informe y propuestas del presidente y relator de la CIDH ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA, marzo 2001


� V. Buergenthal Thomas. The Advisory Jurisdiction of the Inter-American Court of Human Rights. Apud Contemporary Issues in International Law, Essays in honor of Louis B. Sohn, M.P. Engel, Kehl, 1984.


� OC-1. "Otros Tratados" objeto de la función consultiva de la Corte  


� OC-10. Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y  Deberes del Hombre en el Marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos


� OC-3. Restricciones a la pena de muerte


� OC-4. Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización. , párrafo 18.


�  Ibídem,  párrafo 19


�   Ibídem,  párrafo 26


� OC-4. Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización


� 12/91 Compatibilidad de un proyecto de ley con el artículo 8.2.h de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos párrafo 28


� OC-15/97 Informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Art. 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos)7


�Faúndez Ledezma  Op. cit.


� OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985.


� Sala Constitucional de Costa Rica. Sentencia de inconstitucionalidad N2213-95.  Caso Ajún


� V. Piza Escalante, Rodolfo. La Jurisdicción Contenciosa del Tribunal Interamericano de Derechos Humanos. En IIDH, La Corte Interamericana de Derechos Humanos 1986


�Por ejemplo el artículo 29 de la Convención hace referencia a las normas de interpretación determinando que no se puede limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido en las leyes internas de los estados partes o en otros tratados  en que sea parte uno de los Estados, ni excluir o limitar el efecto que puede producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.


Por su parte el Art. 75 hace referencia a la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados en lo referente al objeto de las reservas. 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Velásquez Rodríguez sentencia del 29 de julio de 1998. párrafo 134, caso Godínez Cruz, sentencia del 20 de enero de 1989 párrafo 140; y caso Fairen Garbi y Solís Corrales sentencia del 15 de marzo de 1989


� Países que ha aceptado la competencia de la Corte Bolivia, Brasil, Costa Rica, Ecuador,  El Salvador, Haití, Honduras, México, Panamá, Perú, República Dominicana, Trinidad y Tobago, Suriname, Uruguay, Venezuela, Argentina Colombia, Chile, Guatemala, Nicaragua, Paraguay. Los últimos 6 son lo que hicieron  la declaración expresa


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Resolución No. 25/87 caso 9726 (Hugo Espadafora), Panamá; Resolución No. 1/91 caso 9999 (Manuel Antonio Carmona) El Salvador.


�  En el caso Genie Lacayo, en que supuestamente la víctima fue muerta por efectivos militares el 28 de octubre de 1990 y el Estado de Nicaragua había reconocido la competencia de la Corte el 12 de febrero de 1991. La Comisión recomendó al gobierno de Nicaragua que aceptara la competencia de la Corte para este caso, con el fin de que la demanda incluyera el hecho inicial que dio origen a las supuestas violaciones.  Sin embargo en su declaración especial, Nicaragua, aceptó la competencia única y exclusivamente en los términos contenidos en la demanda presentada por la Comisión bajo el capítulo titulado Objeto de la Demanda, en la cual no se hacia referencia al derecho a la vida. En consecuencia la declaración de aceptación general de la competencia de la Corte coincidió con el reconocimiento especial del gobierno


� El 9 de julio de 1999, el Estado del Perú procedió a depositar en la Secretaria General de la OEA, el instrumento mediante el cual declaraba que reiteraba la declaración de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana, y anunció que su retiro tenia “efecto inmediato”.


� En el instrumento de “retiro” Perú específicamente excluyó de la jurisdicción contenciosa de la Corte los dos casos pendientes en los que aun no había contestado la demanda: Ivcher y Tribunal Constitucional devolviendo las dos demandas a la Corte, y que no iba a cumplir con la sentencia en el caso Loayza Tamayo. La Corte trasmitió a la Comisión copia de la nota del Estado pidiendo que presentara sus observaciones.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Comunicado de Prensa CDH-CP 2/01


� Compartimos la opinión de Héctor Faúndez en el sentido de utilizar la expresión actor y no demandante, pues el Estado denunciado también tiene la facultad de acudir ante la Comisión. Op. Cit. pag.355 


� Convención Americana sobre Derechos Humanos. Parte II.  Medios de la protección. Capítulo 8. La Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sección 2. Competencia y funciones. Artículo 61


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Asunto Viviana Gallardo y otras. Decisión del 13 de noviembre de 1981.  párrafo 22


� Convención Americana sobre Derechos Humanos. Parte II.- Medios de la protección. Capítulo 8. La Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sección 2. Competencia y funciones. Artículo 62


� Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Asunto Viviana Gallardo y Otras, Resolución de 15 de julio de 1981 y 30 de junio de 1983


� Cançado Trindade Antonio, voto razonado en. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Castillo Páez, Excepciones preliminares, sentencia del 30 de enero de 1996, párrafo 14


� Cançado Trindade Antonio, voto razonado en. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Loayza Tamayo Excepciones preliminares, sentencia del 3 de enero de 1996, párrafo 14


� A la fecha la Corte ha aprobado 4 reglamentos.  El primero rigió a la Corte desde julio de 1980 hasta julio de 1991; el segundo reglamento tuvo vigencia de agosto de 1991 a enero de 1996; el tercer reglamento entró en vigencia en enero de 1997 hasta mayo de 2001 y el cuarto reglamento entró en vigencia el 1º. de junio de 2001 


� El antecedente práctico a esta reforma del reglamento se dio en la audiencia de reparaciones, del 27 de enero de 1996, en el Caso El Amparo contra Venezuela, donde el Juez Cançado Trindade   al manifestar expresamente su entendimiento de que al menos en aquella etapa del proceso no podía haber duda de que los representantes de las víctimas eran “la verdadera parte demandante ante la Corte”, en un determinado momento del interrogatorio pasó a dirigir preguntas a  los representantes de las víctimas y no a los delegados de la Comisión o a los agentes del Gobierno, quienes presentaron sus respuestas. Posteriormente, y por primera vez, los representantes de las víctimas presentaron dos escritos a la Corte (de fechas 13.05.1996 y 29.05.1996.


Por su parte, en la fase de cumplimiento de la sentencia de indemnización compensatoria  en los casos Godínez Cruz y Velásquez Rodríguez, los representantes de las víctimas presentaron igualmente dos escritos a la Corte (de fechas 29.03.1996 y 02.05.1996) y la Corte sólo determinó poner término al proceso de estos dos casos después de constatado el cumplimiento, por parte de Honduras, de las sentencias de reparaciones y de interpretación de ésta última, y después de haber tomado nota de los puntos de vista no sólo de la CIDH y del Estado demandado, sino también de los peticionarios y los representantes legales de las familias de las víctimas. 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Informe Anual 1998. Pp.40 y siguientes


� OEA/A.G., resolución AG/RES.1701 (XXX-0/00, de 2000


� Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aprobada en su XLIX periodo ordinario de sesiones celebrado del 16 al 25 de noviembre de 2000 y que entra en vigencia el 1º. De junio de 2001


� Ibídem. , articulo 23


� Ibídem articulo 35.4


� Ibídem articulo 40.2


    �. Para el procedimiento en los casos pendientes ante la Corte, antes de la entrada en vigor del nuevo Reglamento  el próximo 01 de junio de 2001, la Corte Interamericana adoptó una Resolución sobre Disposiciones Transitorias (el 13 de marzo de 2001), mediante la cual decidió que: 1) los casos que se encuentren en curso al momento de la entrada en vigor del nuevo Reglamento (de 2000) continuarán tramitándose de acuerdo con las normas del anterior Reglamento (de 1996), hasta tanto culmine la etapa procesal en la que se hallan; 2) las presuntas víctimas participarán en la etapa que se inicie con posterioridad a la entrada en vigor del nuevo Reglamento (de 2000), de conformidad con el artículo 23 del mismo.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Villagrán Morales y otros. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. párrafos 173-177; Caso Blake, sentencia de 24 de enero de 1998. párrafos 97 y 116.


� Cançado Trindade, Antonio. Voto Razonado en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000


� García Ramírez, Sergio. Voto Razonado Concurrente en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones preliminares. Sentencia del 26 de junio de 1987. párrafos 28 y 29


� Corte Interamericana de Derechos Humanos  Caso Gangaram Panday, Excepciones Preliminares, Sentencia de 4 de diciembre de 1991. Voto razonado del Juez A. A. Cançado Trindade 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Genie Lacayo. Excepciones Preliminares, Sentencia de 27 de enero de 1995.  Párrafo 2.  Objeto de la Demanda.... "4. Que declare que la vigencia de los Decretos 591 y 600 denominados " Ley de Organización de la Auditoría Militar y Procedimiento Penal Militar " y " Ley Provisional de los Delitos Militares ", que regulan la jurisdicción penal militar, son incompatibles con el objeto y fin de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y que deben ser adecuados a ella de conformidad con las obligaciones contraídas en virtud del artículo 2 de la misma".  También ver párrafo 49


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Loayza Tamayo. Sentencia del 17 de septiembre de 1997 párrafo 68


� Corte Interamericana de Derechos Humanos  Caso Loayza Tamayo, Reparaciones, Sentencia del 27 de noviembre de 1998 párrafo 164 y  101


� Corte Interamericana de Derechos Humanos  Caso Castillo Petruzzi y otros, Excepciones Preliminares, Sentencia de 4 de septiembre de 1998 párrafo 100 letra a. 





� Convención Americana sobre Derechos Humanos.  Artículo 51 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Cayara, Excepciones Preliminares, Sentencia de 3 de febrero de 1993 párrafo 37, Caso Godínez Cruz, Excepciones Preliminares, Sentencia de 26 de junio de 1987 párrafo 33.Caso Fairén Garbi y Solís Corrales, Excepciones Preliminares, Sentencia de 26 de junio de 1987 párrafo 35. Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares, Sentencia del 26 de junio de 1987.párrafo 30.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Cayara, Excepciones Preliminares, Sentencia de 3 de febrero de 1993.párrafo 42. 


� Cfr.Ibíd. , párrafo 60


� Según el Art. 1 de la Convención Americana los Estados portes de la Convención se comprometen a respetar los derechos en ella reconocidos y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que este "sujeta a su jurisdicción"
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